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I. INTRODUCCIÓN 
 
"La caída de la AOD es una fuente de gran preocupación, que viene en un momento en que 
los países en desarrollo se han visto afectados por el efecto dominó de la crisis y más lo 
necesitan. La ayuda es sólo una fracción de los flujos totales hacia los países de bajos 
ingresos, pero estos tiempos económicos difíciles también significa una menor inversión y la 
reducción de las exportaciones. Felicito a los países que mantienen sus compromisos, a pesar 
de duros planes de consolidación fiscal. Ellos muestran que la crisis no debe utilizarse como 
excusa para reducir las contribuciones de cooperación al desarrollo”. (Secretario General 
de la OCDE, Ángel Gurría, 2012). 
 

La crisis financiera ha generado una grave restricción de liquidez en los países 

desarrollados, especialmente en el sur de Europa. El adverso contexto económico-financiero 

de bajo crecimiento, con una drástica caída en la recaudación de los ingresos públicos y un 

significativo aumento de las cifras de desempleo, con el consiguiente crecimiento del gasto en 

concepto de seguro y subsidio de desempleo, ha generado un elevado y creciente nivel de 

déficit público en buena parte de ellos. El actual marco de recesión económica, incentivado 

por la crisis de la deuda soberana, obliga a los gobiernos más afectados a realizar un severo 

ajuste fiscal con el objetivo de reducir sus niveles de déficit público y endeudamiento lo que, 

de forma generalizada, ha implicado un recorte sustantivo en la financiación tradicional al 

desarrollo a través de la Ayuda Oficial al Desarrollo (AOD) hacia los países más 

empobrecidos. Paralelamente, buena parte de los países en desarrollo han experimentado en 

los últimos años un crecimiento económico positivo, aunque no necesariamente equitativo. El 

retroceso de la AOD y la creciente necesidad de movilizar recursos locales para la 

financiación del desarrollo convergen ante la necesidad de reforzar la buena gobernanza a 

favor del desarrollo en los países en los que subsisten importantes problemas de pobreza y 

desigualdad.  

 

La pobreza, medida por medio de los indicadores monetarios tradicionales,1 no solo se 

concentra en los países menos adelantados (PMA) sino también en los países de renta media 

(PRM) donde el aumento de la desigualdad agranda la brecha entre ricos y pobres. Según la 

información disponible, actualmente, el 70% de las personas más pobres residen en los PRM2. 

                                                            
1  Los índices convencionales para medir la pobreza, basados en datos de renta han ido transformándose 
paulatinamente en otros más orientados a medir la pobreza desde una perspectiva multidimensional. Véanse, por 
ejemplo, los trabajos del Banco Mundial y, más específicamente, los indicadores propuestos por Alkire y Foster 
(2011). 
2 Para profundizar en el papel de los países de renta media en el actual sistema internacional de cooperación al 
desarrollo véase Alonso, J.A. (2013) y Alonso, J.A. y Ocampo J.A. (2012). 
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Una nueva geografía de la pobreza donde conviven la desigualdad y la pobreza extrema en 

países muy distintos y, en muchos casos, al margen de los procesos de crecimiento económico 

que están experimentando buena parte  de ellos a lo largo de los últimos años. Esta tendencia, 

a su vez, coincide con una reducción del número de países de renta baja y de renta media baja 

(PRMB) que se desplazan, en la clasificación del Banco Mundial3, hacia categorías más altas, 

como  países de renta media y de renta media alta (PRMA4).  

 

El propósito último de este documento es determinar si la Política Española de 

Cooperación Internacional al Desarrollo (en adelante PECID) cumple con los requisitos para 

desarrollar una AOD de calidad en el ámbito de la fiscalidad y de las reformas tributarias en 

la región de América Latina y Caribe (ALC) con la que coopera, en el nuevo contexto 

mencionado en el párrafo anterior. Desde una perspectiva de ampliación del concepto de 

AOD, se revisa la interrelación entre la agenda de desarrollo internacional (Objetivos de 

Desarrollo del Milenio -ODM-, aunque no solamente) y su financiación (Conferencias de 

Monterrey y Doha). No podemos olvidar que esta interrelación se enmarca  en un contexto 

internacional y regional (esto es, de AOD de la Unión Europea) de crisis económica (de 

diferente intensidad) entre los principales donantes, que reducen los fondos destinados a la 

política de ayuda al desarrollo, mientras se mantienen, aunque también afectadas de distinta 

manera por la crisis, otras líneas de financiación externa hacia los países en desarrollo 

(inversiones extranjeras directas, comercio, remesas de emigrantes, etc.).  

 

Posteriormente, en el documento se revisan las conexiones que existen entre las 

estrategias de desarrollo de los diversos países, hasta ahora objeto de la AOD, y su capacidad 

para movilizar fondos propios con tal finalidad. En concreto, nos referimos a las estrategias 

dirigidas a mejorar la fiscalidad, como son la capacidad recaudatoria del sistema impositivo, 

la eficiencia en la obtención de recursos tributarios, o los mecanismos de redistribución de 

ingresos entre los ciudadanos, como herramientas esenciales para fortalecer una visión del 

Estado como garante de derechos ciudadanos y de buena gobernanza.  

 

                                                            
3  La clasificación del Banco Mundial de los países por nivel de renta per capita está disponible en 
http://datos.bancomundial.org/quienes-somos/clasificacion-paises. 
4 Lista de clasificación del Comité de ayuda al Desarrollo (CAD) de la OCDE de países en vías de desarrollo 
según su nivel de renta per capita disponible en: 
 http://www.studyinsweden.se/upload/studyinsweden_se/Documents/DAC-countries.pdf. 
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Con la finalidad de centrar el análisis en la realidad de la región de ALC, hemos 

seleccionado cuatro países de Centroamérica -Guatemala, El Salvador, Honduras y 

Nicaragua- y cuatro países de la región andina latinoamericana y Sudamérica -Colombia, 

Ecuador, Bolivia y Paraguay-. Seis de ellos siguen integrando el grupo de PRA5, mientras que 

todos ellos han sido elegidos por ser prioritarios en la PECID6.  

 

Como se señalaba más arriba, la financiación al desarrollo integra todos los fondos o 

actividades -públicos y privados, remesas o donaciones-, que permiten cubrir los gastos de los 

planes, programas y proyectos de desarrollo económico y social. Ello implica la presencia de 

una amplia variedad de proyectos, actores y nuevos mecanismos de financiación que para los 

países en desarrollo suponen, en la mayoría de los casos, alternativas financieras mucho más 

interesantes que la progresivamente limitada AOD. En este sentido, por ejemplo, la 

orientación de los países de renta baja hacia el comercio internacional y el fortalecimiento de 

su capacidad productiva tiene cada vez más peso en el compromiso que comparten los 

donantes tradicionales con las estrategias nacionales de los países receptores de la ayuda. Sin 

duda, la conciliación de los objetivos propios de las distintas políticas económicas de los 

donantes con las de desarrollo de los países socios, se hace obligada. 

 

Los objetivos más generales de la ayuda al desarrollo en el campo de la fiscalidad se 

refieren, por un lado, al aumento de la capacidad financiera del sector público para satisfacer 

las necesidades básicas de la población; por otro, al fortalecimiento institucional del sistema 

impositivo y de la gestión pública tributaria. En ese sentido, sería deseable que la ayuda se 

vincule, de algún modo, al incremento de las fuentes de financiación propias (básicamente a 

través de la recaudación tributaria) en el marco de los programas nacionales de desarrollo 

(PND), evitando, en la medida de lo posible que la incorporación de la AOD al presupuesto 

general del gobierno receptor pueda generar mayores dependencias financieras o 

desincentivos para lograr un  aumento de los recursos tributarios del país, especialmente, en el 

caso de los PRM. En este sentido, a los ciudadanos de los países donantes les cuesta 

comprender que se mantenga en el tiempo la entrega de recursos de ayuda al desarrollo sin 

que se observe un compromiso de los países receptores para con el esfuerzo recaudatorio. Se 

trata, en todo caso, de una cuestión delicada en la que debe evitarse cualquier manifestación 

                                                            
5 Colombia y Ecuador, han sido recientemente catalogados como PRMB (Países de Renta Media Baja). 
6 Según el IV Plan Director (2013-16) de la Cooperación Española. 
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de injerencia externa en los asuntos del país receptor respecto a su lícita soberanía fiscal. Por 

otro lado, como la ayuda bilateral se impone como principal modalidad de canalización de la 

cooperación (frente a la ayuda multilateral) y tiende a promover, en buena parte de los casos, 

los intereses políticos y económicos de los donantes hacia los países “preferidos”, los PMA 

van quedando desplazados por los PRM y PRMB.  

 

Para la UE, las reformas en el campo de la fiscalidad se integran en las directrices 

políticas de la gobernabilidad democrática y de desarrollo humano sostenible. En este sentido, 

que se consideren como finalidad de la ayuda implica que se generen estímulos para 

conseguir que los gobiernos receptores dispongan de los recursos suficientes para financiar 

sus políticas de gasto que contribuyan al crecimiento económico y la cohesión social. La 

mayor parte de esos recursos deberían tener un origen impositivo, de ahí que las reformas 

tributarias deban orientarse a aumentar la capacidad financiera, sin olvidar una mejora en los 

niveles de la equidad. 

 

En este marco, hay que señalar que la PECID carece del atractivo técnico para 

producir una demanda real de los países socios con los que coopera y con quienes ha 

establecido prioridades en el terreno de la fiscalidad y la tributación. Los ocho países 

seleccionados en esta investigación acuden a organismos especializados en materia de 

fiscalidad y con probada capacidad financiera, para cubrir este tipo de necesidades. Los 

actuales instrumentos de la cooperación española no presentan grandes ventajas comparativas 

para tal fin,  a la vez que la condicionalidad en este sentido resulta banal. Pero la cooperación 

española puede suponer un recurso útil y demandado, en aquellos aspectos en los que los 

colectivos más vulnerables quedan excluidos de los procesos de cambio, lo que limita los 

avances en materia de desigualdad de la región en general y en estos países seleccionados en 

particular. 
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II. APROXIMACIÓN TEÓRICA 

 

El punto de partida de la literatura más reciente sobre Ayuda al Desarrollo puede 

situarse en el año 2000, con la adopción de la Declaración y de los Objetivos del Milenio y 

una agenda de metas y principios para el sistema de ayuda que se plasmaron en la Declaración 

de París del año 2005 (Radelet, 2004; Shaw, 2005; Rogerson, Hewitt, y Waldenberg, 2004). 

No obstante, como consecuencia de los ataques terroristas del 11 de septiembre de 2001 en 

Nueva York, se introdujo un elemento de aseguramiento de la agenda de la ayuda, al 

introducir nuevos criterios y determinantes para el envío de la misma (Woods, 2005; Aning, 

2007 y Hirst, 2009). Entre esos nuevos elementos deben mencionarse de forma especial la 

presencia de nuevos donantes como China, India, Brasil y Sudáfrica (Woods, 2008; Womack, 

2007; Rowlands, 2008; Schläger, 2007 y Mag, 2005) sin los que no se puede hablar de la 

nueva arquitectura de la ayuda. 

 

En el marco de esa nueva arquitectura de la ayuda, la crisis, primero financiera y luego 

económica, ha reducido los recursos y la capacidad para cumplir con los compromisos 

internacionales adquiridos, lo que obliga a plantear si la Ayuda al desarrollo, continúa siendo 

un factor crítico esencial para poder garantizar el desarrollo económico y social de los países 

en una futura Agenda post 2015. 

 

En la nueva arquitectura de la ayuda, podemos destacar tres líneas centrales de 

reflexión: (a) la ayuda como mecanismo básico de reconstrucción estatal en algunos países; 

(b) las nuevas reglas de la ayuda en nuevo contexto y en coherencia con las transformaciones 

políticas y económicas que se están produciendo en el escenario internacional; y (c) la 

necesidad de desarrollar nuevas modalidades e instrumentos de acción con la finalidad de 

conseguir la adaptación de la ayuda al nuevo escenario y a los nuevos condicionantes.  

 

a) La ayuda al desarrollo se plantea en ocasiones como instrumento para superar las 

condiciones de fragilidad estatal en algunos de los países receptores. Un buen número de 

trabajos se han centrado en el análisis de los procesos de reconstrucción de Estados frágiles, 

débiles o fallidos. Se trata de un debate un debate objeto de especial atención en el contexto 

de la post-Guerra Fría, y que posteriormente se ha planteado en el marco de la ayuda. Tras los 

atentados terroristas del 11 de Septiembre de 2001, algunos autores como Krasner, 2004 y 
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Patrick, 2006, explican cómo las estrategias de los principales donantes se plegaron a los 

discursos vigentes sobre seguridad, aumentando los recursos dirigidos a aquellos Estados que 

por su debilidad, pudieran albergar células terroristas. Se produce, por tanto, un sesgo de la 

ayuda internacional subordinando las estrategias de ayuda a consideraciones de seguridad7. 

Sin embargo, otros autores como Woodward (2004, 2006) no consideran que los Estados 

frágiles impliquen una amenaza a la seguridad internacional, dado que los grupos terroristas 

no se circunscriben territorialmente a una sola región, sino que actúan como redes 

transnacionales. 

 

Algunos autores, como Collier y Hoeffler (2002), concentran su atención en la  

cuestión de la efectividad de la ayuda para la reconstrucción estatal en situaciones post-

bélicas. En ese sentido, tras analizar 17 guerras civiles, sostienen que la ayuda al desarrollo es 

más efectiva en términos de crecimiento en situaciones post-conflicto que en otras 

circunstancias, dada la superior capacidad de absorción de la misma por los países en esas 

condiciones. Este argumento, que se contrapone a la proposición clásica de Burnside y Dollar 

(1997) acerca de que la ayuda debería ser menor en países con políticas muy deficientes, ha 

sido inspirador de la reorientación de las estrategias de ayuda de algunos donantes 

multilaterales y bilaterales en la última década. En este sentido, Collier y Hoeffler consideran 

que los compromisos de ayuda con Estados frágiles deberían sostenerse e incluso fortalecerse. 

 

La OCDE8 ha formulado una serie de principios que deben guiar las estrategias de la 

ayuda en los procesos de reconstrucción de los Estados. La idea esencial es que las 

actuaciones no vulneren los objetivos políticos, de seguridad y de desarrollo en cada país. Así, 

por ejemplo, pueden justificarse el apoyo a estrategias para el mantenimiento de la paz a 

través de operaciones que instauren un cierto orden antes de instaurar la democracia. En todo 

caso estas actividades de ayuda para la reconstrucción son delicadas y complejas, sobre todo 

si tenemos en cuenta que la cooperación no siempre cuenta con canales que funcionen 

adecuadamente y que permitan asegurar la eficaz utilización de la ayuda (Carment, 2003; 

Browne (2007).   

  

                                                            
7 Tal es el caso de la estrategia para Estados frágiles que en 2005 desarrolló la Agencia Internacional de 
Cooperación Estadounidense (USAID).  
8 OCDE (2007). 
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b) La aplicación de estrategias de ayuda basadas en nuevas reglas, tiene su principal 

fundamento en los principios que se establecen en la Declaración de París –DP- (2005), así 

como  en relación con los mecanismos de implementación de los mismos (Wood et. al. 2008) 

y sus resultados en los procesos de reformas puestos en marcha. En esta dirección se han 

producido una serie de trabajos en torno a la implementación de la DP, entre los que pueden 

destacarse los informes de evaluación, patrocinados por la propia OCDE, dedicados al 

seguimiento y el análisis de las reformas del sistema de ayuda vigente. Otros autores 

cuestionan la mejora anunciada por las reformas debido a cuestiones como la “fatiga de los 

países receptores” (Schulz, 2008), ante la complejidad que implica el proceso y el empleo de 

un nuevo lenguaje para muchos países, pero también por las dificultades que se generan en la 

gestión de la ayuda para cumplir con el principio de apropiación. Especialistas como Booth et. 

al. (2006) y Hugé y Hens (2007) han estudiado el impacto producido por los Documentos 

Estratégicos para la Reducción de la Pobreza (DEPRP) en la implementación de la agenda de 

París, llegando a conclusiones similares.  

 

c) A lo largo de los últimos años, se han desarrollado nuevas formas de ayuda 

internacional diferentes de la tradicional Cooperación Norte-Sur. Si bien es cierto que ya en 

los años cincuenta Tailandia había puesto en marcha algunas actividades de cooperación sur-

sur (CSS) con sus países vecinos (SEGIB, 2008:10), no fue hasta la creación, en 1964, de la 

Conferencia de las Naciones Unidas para el Comercio y el Desarrollo (UNCTAD) y del 

Grupo de los 77 (G77), cuando se empezó a centrar el debate en la necesidad de poner el 

acento en la cooperación técnica y la cooperación económica entre países en desarrollo. A 

ello contribuyó el empuje en esta dirección de las ex colonias recién independizadas, aunque 

también la conformación de un Nuevo Orden Económico Internacional, la creación del 

Movimiento de Países No Alineados, o la discusión de un Plan de Acción para la CSS, que se 

acabaría concretando en 1978 con la Conferencia Mundial de Cooperación Técnica entre 

Países en Desarrollo (CTPD) celebrada en Buenos Aires. Sin embargo, a pesar de los 

esfuerzos, no exentos de cierto voluntarismo por parte de los países del Sur, esta modalidad 

de cooperación no alcanzaría velocidad de crucero hasta finales de la década pasada.  

 

La Cumbre del Milenio de las NNUU, junto a la Conferencia de Alto Nivel sobre CSS 

(Segunda Cumbre del Sur) de 2005 y los Foros de Alto Nivel sobre la Eficacia de la Ayuda al 

Desarrollo (París, 2005 y Accra, 2008) dieron lugar a la consolidación de una tendencia 
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creciente de los flujos comerciales y financieros entre los países del Sur, lo que implicaba el 

creciente interés sobre las nuevas modalidades de ayuda en esta dirección. No obstante, a 

pesar de los indudables avances producidos en este ámbito, actualmente la CSS se encuentra 

frente a dos dificultades importantes: su conceptualización y el alcance real de su 

participación.  

 

En relación con la primera cuestión, Ekoko y Benn (2002) y Woods (2008) definen la 

CSS a partir del rechazo a las formas tradicionales de cooperación Norte-Sur. Según estos 

autores, esta nueva estrategia de cooperación tiene las ventajas de implicar una mayor 

flexibilidad para compartir buenas prácticas o adaptarse a las necesidades y prioridades 

políticas de los países receptores con similares realidades, además de la práctica inexistencia 

de condicionalidad en la ayuda. Algunos autores críticos con este nuevo enfoque, como 

Maxwell (2006), advierten sin embargo de los nuevos problemas que se generan como 

consecuencia de la división del Sur, en el marco de la Agenda de París, entre los que, a juicio 

del autor, se integrarían en el “Club del 20%” (grupo de países en los que el 20% del PBI 

proviene de la ayuda y fueron beneficiados por los compromisos de la DP del 2005) y el 

“Club del 0.2%” (países receptores en los que la ayuda juega un papel mucho menor pero que 

están asumiendo nuevos roles como donantes).  

 

En el segundo grupo señalado, según Altenburg y Weikert (2007), encontramos 

algunos de los denominados países donantes emergentes (China, India, Brasil, México, 

Sudáfrica y Tailandia) que, aunque están ampliando sus programas de ayuda a países en 

desarrollo, no está muy claro que lo hagan respetando el consenso alcanzado en la DP. Desde 

el campo de los donantes tradicionales (países del CAD), hay un cierto cuestionamiento de las 

actividades de los nuevos donantes, ante la desconfianza que generan en las iniciativas de 

países en desarrollo, las debilidades de las burocracias de los países receptores encargadas de 

implementar los programas, y la falta de profesionalismo en los países cooperantes (Mehta y 

Nanda, 2005). Hay que tener presente, no obstante, que en la actualidad los 77 países 

catalogados por el Banco Mundial como países de renta media (PRM) en función de su nivel 

de PIB per cápita deberían tener un compromiso cada vez mayor con la Agenda de 
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Desarrollo, no solo por razón de la nueva modalidad de la CSS, sino porque además y, según 

el nuevo mapa del desarrollo, en ellos se ubican la mayor parte de los pobres9. 

 

En este sentido, Sumners y Mallett (2012) en su “Cooperación 2.0” señalan algunas 

condiciones para que la ayuda pueda ser relevante y eficaz a partir de la Agenda de Desarrollo 

Post 2015. Como primer elemento, Sumners y Mallett señalan la necesidad de construir 

estrategias de cooperación que funcionen precisamente en los PRM, donde se localiza el 

grueso de la pobreza. Hasta ahora, el modelo de ayuda aplicado en esos países fue 

esencialmente asistencial, sustituyendo una parte importante de los recursos del Estado de los 

“países receptores”, dando lugar a una espiral de dependencia económica externa. Por eso, 

parece imprescindible mejorar la coherencia de las políticas norte/sur -incluidas las políticas 

de migración, comercio y control del cambio climático-. Para los países con ingresos per 

cápita menores a 7.500 dólares, las restricciones migratorias suponen un efecto equivalente a 

reducir la cooperación internacional en un porcentaje estimado del 24% de la ayuda.  

 

Lo mismo se puede decir del proteccionismo en la agricultura (la UE con su PAC es 

una buen ejemplo de ello) que impone barreras de entrada a los productos agrarios de países 

de renta media, o el escaso protagonismo de los países receptores en las cumbres del cambio 

climático, donde algunas naciones que todavía no han salido de la pobreza deben aceptar la 

misma desaceleración en los patrones de consumo que la que se aplica a los países 

industrializados. Sumners y Mallett sugieren un nuevo enfoque para la cooperación, de 

manera que pueda percibirse más como una aportación a la construcción de los bienes 

públicos globales, y menos como una dádiva de países ricos a países pobres10. Según los 

mismos autores, la asistencia tradicional, financiada a partir de los impuestos de los 

contribuyentes de los países de la OECD y transferida a los ministerios de finanzas de los 

países en vías de desarrollo, no tiene futuro, con lo que se señala la necesidad de poner en 

marcha redes más horizontales de transferencia de conocimiento sur-sur, como la vía más útil 

de acción por parte de los países donantes emergentes.  

 

 

                                                            
9 Summer, A. (2013). 
10 Los compromisos de asistencia oficial suman 134 mil millones de dólares en la actualidad, equivalentes a 
0,31% del PIB de los países donantes. 



12 

 

Por otra parte, la crisis económica vivida en la zona Euro y los movimientos sociales 

producidos en los países del norte de África y Oriente Medio plantean un desafío de promover 

el crecimiento y empleo novedoso para la ayuda y la cooperación que, además, afecta 

directamente al volumen de AOD de los donantes tradicionales, al mismo tiempo que entre 

las economías emergentes se abren nuevos vínculos con el comercio y las finanzas, así como 

nuevas oportunidades de alianzas de mutuo beneficio.  

 

El horizonte post 2015 plantea el desafío de garantizar una financiación adecuada del 

desarrollo, lo que obliga a buscar nuevas vías de financiación de la ayuda a partir de las 

distintas fuentes, especialmente las procedentes de la movilización de recursos internos y del 

potencial del sector privado, pero también a controlar de forma efectiva la eficacia de las 

políticas de cooperación al desarrollo (políticas, instituciones y recursos) y a diferenciar la 

ayuda aplicada entre los distintos países (países en situación de fragilidad, en situaciones de 

conflicto, con bajos ingresos, o con ingresos medios, pero un limitado acceso a los mercados, 

etc.).  

 

 El estudio más influyente que recoge la perspectiva anterior es el de Burnside y Dollar 

(1997), que dará soporte teórico a la propuesta del Banco Mundial (1998) contenida en su 

informe Assesing Aid, What Works, What Doesn’t and Why?. Los autores parten del supuesto 

de que cuanto mayor sea calidad institucional en un país, menor espacio para la ineficacia. 

Posteriormente, estudian el marco de políticas implementadas recurriendo a un índice 

construido en base a tres indicadores macroeconómicos (déficit público, inflación y apertura 

exterior) sobre una muestra de 56 países receptores en el período 1970-1993. La conclusión a 

la que llegan es que la eficacia de la ayuda depende decisivamente del “marco institucional y 

de políticas” del país en el que se aplica la ayuda.  

 

En el nuevo escenario, pues, los gobiernos de los países en desarrollo (PED) han de 

diseñar planes nacionales de desarrollo (PND), como estrategia a largo plazo -participativa, e 

inclusiva socialmente- con la finalidad de promover el desarrollo económico y social en el 

país. Para que los planes sean operativos y eficaces es preciso disponer de un adecuado nivel 

de cobertura financiera de las actuaciones a realizar (suficiencia financiera), con fuentes de 

financiación estables en el tiempo (sostenibilidad financiera) y, en la medida de lo posible, la 

disponibilidad de recursos financieros propios en proporciones crecientes (autonomía 
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financiera). Es aquí donde el papel del Estado retoma su protagonismo como agente promotor 

del desarrollo para establecer los objetivos del crecimiento económico, de la redistribución de 

la renta y de la promoción de la cohesión social. Para conseguir esos objetivos el Estado ha de 

contar con suficientes recursos financieros para posibilitar el desarrollo de los PND. Pero, 

¿hasta qué punto esto es factible? ¿Qué proporción de los recursos debe ser propia? ¿En qué 

medida es importante garantizar un mínimo de autonomía financiera para reducir la 

dependencia de las fuentes de financiación externas y su volatilidad? 

 

Los recursos que determinan el grado de suficiencia financiera de los PED viene 

determinados por el nivel de presión fiscal (recursos propios en relación al PIB), la entrada de 

recursos externos (AOD; IED; remesas; o las divisas por exportaciones) y la deuda externa. 

Como es evidente, el margen de autonomía de los países en su toma de decisiones depende de 

dónde procedan los recursos que utilice para financiar sus actividades. No es igual la situación 

cuando la mayoría de los recursos son propios (derivados de su recaudación tributaria) que 

cuando son ajenos (como las aportaciones de los donantes externos); así mismo, el grado de 

solvencia y autonomía de los países puede variar sustancialmente si los recursos para 

financiar los servicios son fruto del endeudamiento -público y/o privado- externo del país, o si 

proceden de los flujos de comercio y la inversión exterior. 

 

Si la opción es reducir la dependencia externa, el establecimiento de un sistema 

tributario que sea general, progresivo y eficaz en términos de recaudación pública se convierte 

en un elemento clave para garantizar los procesos de desarrollo, especialmente en los PRM. Si 

bien es esencial garantizar unos niveles mínimos de ingresos públicos obtenidos a partir del 

sistema tributario, también es determinante la estructura de dicho sistema tributario en 

relación con los tipos de tributos que lo componen y el peso que en esa estructura tengan los 

impuestos progresivos y los que tengan mayor capacidad recaudatoria. La estructura del 

sistema tributario, junto con las prioridades de gasto público financiadas con los impuestos, 

son los factores esenciales que para determinar el grado de equidad de la acción pública y la 

distribución personal de la renta en el país. Un sistema impositivo progresivo y la ejecución 

de programas de gasto social que beneficien de forma especial a los sectores de menor renta, 

darán lugar -a medio y largo plazo- a una disminución de la desigualdad, y permitirán sentar 

las bases para consolidación de una clase media en el país. En este sentido, adquieren una 

creciente importancia la puesta en marcha de programas orientados a fortalecer las 
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instituciones y la capacidad de gestión pública, así como las estrategias de reforma fiscal que 

incrementen la recaudación tributaria y el grado de progresividad impositiva, limiten los 

efectos de las exenciones y otros gastos fiscales o emprendan estrategias decididas para 

combatir el fraude y la evasión fiscal. 

  

Por otra parte, desde una perspectiva de eficacia es conveniente que los países 

receptores de la AOD, procuren vincular al conjunto de donantes (de los países tradicionales y 

de los emergentes) que operan en su territorio a su PND, con la finalidad de reforzar y 

complementar sus actuaciones, enriqueciendo las múltiples dimensiones del proceso de 

desarrollo. Y, paralelamente, es necesario que estos gobiernos dispongan de un adecuado 

nivel de recursos financieros, humanos y técnicos propios, que les permita reducir las 

consecuencias de la alta volatilidad de la financiación externa, no solo procedente de la AOD.  

 

Sin embargo, la articulación de los diversos países donantes con el PND del país no 

siempre está garantizada y, sobre todo, no está asegurada la coherencia entre estrategia de la 

ayuda y las que se refieren a otros ámbitos de interacción, como un acceso más fácil para sus 

exportaciones, líneas de cooperación técnica y financiera, etc. Por ello, se hace pertinente 

explorar el verdadero papel que juegan los Estados (donantes y socios) en cuanto a la 

financiación al desarrollo y cuáles son los límites de las estrategias aplicadas.  

 

Desde el punto de vista del donante hay que revisar no solo las políticas de ayuda sino 

también aquellas que van más allá de la ayuda directa, con la finalidad de procurar garantizar 

la coherencia de las políticas de desarrollo (CPD) y comprender el alcance de las distintas 

intervenciones de los países donantes sobre la política de ayuda. En materia económica y ante 

la futura agenda de la financiación global del desarrollo, Olivié, (2012), Olivié y Sorroza 

(2006b) han intentado enumerar los ámbitos económicos que podían tener una influencia 

determinante en el desarrollo de los países receptores de ayuda. A su juicio, los más 

importantes son la asistencia financiera, el comercio, las remesas de emigrantes, la inversión 

extranjera directa (IED) y la deuda externa. Su análisis integrado permitiría determinar la 

coherencia de las políticas de desarrollo. 
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 En esa misma línea, el “Consenso de Monterrey” sobre la financiación del desarrollo 

(2002) establece cuáles son las fuentes deseables de financiación sobre las que sustentar el 

proceso de desarrollo y favorecer el crecimiento económico y la movilización de recursos 

para el desarrollo en los países receptores. Entre otros aspectos se señala la necesidad de 

movilizar más recursos internacionales privados para el desarrollo (especialmente la IED); 

aumentar la cooperación financiera y técnica para el desarrollo (la AOD); hacer del comercio 

internacional un motor efectivo de desarrollo (ingresos por exportaciones); y resolver el 

problema de la deuda externa (condonación parcial o total, y/o renegociación de sus 

condiciones, según los casos). Se trata de un consenso compartido por la mayoría de los 

actores del desarrollo en la década de los años 2000.  

 

En nuestro trabajo, adoptamos el concepto de financiación para el desarrollo que 

recoge los diversos componentes anteriormente mencionados y que desde el Parlamento 

Europeo (ODA+) y la OCDE (aid and beyond), se explica de forma específica como la suma 

de todos los fondos o actividades públicos y privados, remesas, o filantropía, que redunden en 

el desarrollo, como, al menos parcialmente, ya recogió el Consenso de Monterrey del 2002. 

La reciente variedad de proyectos, actores (también empresas multinacionales), la concesión 

de garantías públicas a la inversión privada en países en desarrollo (Severino y Ray, 2009), 

así como la batería de nuevos mecanismos de financiación (OCDE, 2011), pueden entenderse 

como elementos que contribuyen a la construcción del nuevo concepto que, en todo caso, 

hace necesaria la conciliación de los objetivos propios de las distintas políticas económicas de 

los países donantes con los objetivos de desarrollo de los PED. 

 

Por otra parte, priorizar la financiación para conseguir el fortalecimiento institucional 

de los países puede servir para mejorar la capacidad técnica del sector público para satisfacer 

las necesidades básicas de la población, al tiempo de fortalecer la gestión pública tributaria. 

Ello además, puede evitar la dependencia de recursos externos, lo que desincentiva el 

incremento de las fuentes de financiación propias (básicamente a través de la recaudación 

tributaria) en los PND, especialmente en el caso de los PRM. En este sentido, la AOD no 

debería incorporarse al presupuesto general del Estado receptor como un ingreso ad hoc, 

cuando haya una presión fiscal muy baja sobre las rentas, el consumo o los beneficios del 

sector privado. A su vez, la movilización de recursos locales se presenta como una alternativa 

para compensar el descenso de la AOD, aunque debe reconocerse que, en muchos países en 
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desarrollo, la capacidad de movilización de recursos internos está limitada por un margen 

fiscal estrecho y por unas perspectivas de crecimiento inciertas11.  

En todo caso, las iniciativas nacionales deberían incluir la adopción de políticas 

impositivas adecuadas, con un nivel de endeudamiento público sostenible (si fuera necesario), 

y una mejor gestión y eficacia del gasto público. En los PMR específicamente, deberían 

intensificarse los procesos de reforma fiscal, para aumentar la recaudación impositiva por 

medio de sistemas tributarios modernos y equitativos, administraciones fiscales eficaces, la 

ampliación de las bases impositivas y la lucha contra la evasión fiscal. La reducción de los 

costes de cumplimiento de los contribuyentes y de los gastos de recaudación de los gobiernos 

ayudaría a maximizar los ingresos disponibles, alentando al mismo tiempo a un mayor nivel 

de inversión pública.  

 

Las reformas de los gastos e ingresos públicos son elementos clave para conseguir 

aumentar la capacidad de actuación de los gobiernos, particularmente en los países de bajos 

ingresos o con grandes bolsas de pobreza. Solo así se podrá mejorar la financiación al 

desarrollo y considerar la AOD como un recurso complementario a los esfuerzos y decisiones 

propias. Como se ha señalado en algunos trabajos, “la ayuda es eficaz en reducir la pobreza 

solamente en aquellos países donde la incidencia del gasto público es seriamente favorable a 

los pobres» (Mosley, P. 2002) y ello sólo es posible si se cuenta con recursos internos 

suficientes, procedentes de sus sistemas impositivos y de una presión fiscal sustancialmente 

mayor que la existente.  

 

Las reformas tributarias y de gasto público, deben enmarcarse en una estrategia de 

crecimiento sostenible y equitativo, lo que significa, por un lado, transformar el modelo 

económico que profundiza las desigualdades, sobreexplota los recursos comunes, y mantiene 

estructuras de privilegio y de discriminación. A su vez, es preciso destacar que los nuevos 

objetivos de la lucha contra el cambio climático y de cooperación para la seguridad compiten 

directamente con los de desarrollo en los PED, a la vez que el sector privado adquiere una 

creciente participación. En este sentido, Domínguez (2013) ha señalado la necesidad de 

apostar por un concepto más inclusivo donde la AOD contemple también los objetivos y 

recursos mencionados. Para lo cual, como ya señalaba Severino (2011: 129), “revisar la 
                                                            
11  Evaluación 2010 sobre la aplicación del Consenso de Monterrey y la Declaración de Doha sobre la 
financiación para el desarrollo: 
http://daccess-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N10/484/66/PDF/N1048466.pdf?OpenElement.  
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contabilidad de la AOD es una prioridad”. La nueva contabilidad obliga también a incorporar 

los nuevos elementos de la ayuda vinculados al creciente papel de los nuevos actores, como 

los donantes emergentes, con estrategias y actuaciones diferentes de las tradicionales. 

 

II. CONTEXTO Y CARACTERÍSTICAS DE LA AYUDA 

 

a) Evolución de la ayuda internacional 

 

Los objetivos perseguidos por la cooperación internacional al desarrollo han ido 

cambiando desde el origen mismo de la ayuda. Tras la II Guerra Mundial, las distintas 

modalidades de la ayuda resultan claves para entender su evolución. Los recursos destinados 

por EEUU para influir sobre terceros países en tiempos de la Guerra Fría y el gran peso del 

pasado colonial de los países europeos propiciaron una cooperación al desarrollo dominada 

por los países donantes, de naturaleza asimétrica y sin obligaciones por parte de los 

receptores. Fue el principio de uno de los criterios consustanciales de la ayuda, su 

condicionalidad. 

 

Al terminar la década de los 90, existía amplio un consenso sobre la necesidad de 

revisar los esquemas de la cooperación al desarrollo. No solo en cuanto a las formas o 

mecanismos de la cooperación, sino incluso en relación con su propia justificación. La 

desaparición de los factores que originaron los compromisos anteriores y, cuarenta años de 

resultados decepcionantes, generaron un sentimiento de fatiga de la ayuda. En pleno 

crecimiento de la globalización y ante el predominio de los esquemas neoliberales para 

extender al máximo las fuerzas del mercado, la cooperación implicaba una cierta 

interferencia, además de que la proliferación de actores y la fragmentación de la ayuda 

cuestionaban su eficacia. De los 6 donantes bilaterales originarios se había pasado a más de 

50, más de 230 Organismos Internacionales, un gran número de gobiernos subnacionales, 

ONGs, fundaciones y otros muchos actores privados. Como media, se contabilizaban 25 

donantes oficiales activos en cada país receptor (Sanahuja, 2008), habiendo, por tanto, 

muchos más donantes y mecanismos de financiación que países receptores.  
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Esta expansión de la cooperación, sin embargo, no impidió que se incrementaran las 

desigualdades y se produjeran incluso nuevos procesos de empobrecimiento en muchos 

países, pese al crecimiento del producto bruto mundial. Los fracasos en las predicciones de 

organismos multilaterales como el FMI y la falta de avance en la resolución de los problemas 

centrales del desarrollo, desviaron el enfoque del crecimiento económico hacia la necesidad 

de estimular las capacidades de las personas. El desarrollo humano surge como concepto 

nuevo y con él, la participación y los derechos humanos como elementos inherentes a una 

sociedad internacional más justa.  

 

En 1996, el Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD) de la OCDE elaboró un documento 

estratégico de la ayuda internacional titulado «Shaping the 21st Century12». Inspirador de la 

Declaración del Milenio de NNUU, el documento marca la orientación de la reducción de la 

pobreza poniendo el énfasis en la capacidad de decisión del receptor, como responsable de su 

propio desarrollo13. Tras la adopción de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) en el 

año 2000, se concreta un nuevo horizonte temporal y un ritmo de consecución mensurable. 

Sin embargo, con el paso del tiempo, todo parece indicar que los objetivos planteados eran 

limitados en el marco de una agenda minimalista que, en cierto modo, dificulta la corrección 

de la desigualdad (ámbito no contemplado en los ODM). 

 

La Declaración de Doha (Conferencia Ministerial de la OMC) (2001) y la Conferencia 

Internacional sobre Financiación para el Desarrollo (2002) celebrada en Monterrey, dieron 

lugar a una reducción de la deuda y a algunas mejoras en relación con las relaciones 

comerciales, pero también rechazaron los impuestos globales y el establecimiento de 

compromisos cuantitativos para la ayuda. El volumen de la Ayuda Oficial al Desarrollo 

(AOD) 14  no creció tanto como el Banco Mundial recomendaba. Las nuevas metas de 

desarrollo planteaban la necesidad de aumentar las cifras entre 40 y 60 mil millones de 

dólares anuales adicionales a los fondos de cooperación, lo que suponía prácticamente doblar 

su cuantía. 

 

                                                            
12 http://www.oecd.org/dac/2508761.pdf. 
13 Alonso, J.A. y Valpy Fitz Gerald (2003). 
14 La AOD es definida como una modalidad de ayuda pública cuya finalidad última es el desarrollo de otros 
países y que tiene carácter concesional. Por tanto, no toda financiación pública es AOD. Según el CAD, un 
préstamo es concesional cuando incluye al menos un 25% en concepto de donación; en caso contrario, y por 
muy positivos que puedan resultar para el país receptor, el resto de recursos deben ser diferenciados.  
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Gráfico 1: Evolución de la AOD: Ayuda neta (Millones de Dólares) 

 

 
                  Fuente: CAD, OCDE, 2014.  

 

Gráfico 2: 

 
Fuente: CAD, OCDE. 

 

Al mismo tiempo, Monterrey (2002), marcaba un ambicioso programa para mejorar la 

eficacia de la ayuda. Por un lado, anunciaba la armonización de los procedimientos operativos 

de los donantes para reducir los costes de transacción a la vez que se mejoraría la 
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previsibilidad de los flujos de ayuda y su canalización a través de nuevos instrumentos como 

el apoyo presupuestario. Por otro lado, se instaba a los países en desarrollo a definir sus 

propios programas nacionales para canalizar la ayuda para la reducción de la pobreza y el 

desarrollo sostenible15. El consenso alcanzado, debía favorecer el crecimiento económico y la 

movilización de recursos para el desarrollo en los países en desarrollo; movilizar más recursos 

internacionales privados para el desarrollo (inversión extranjera directa); aumentar la 

cooperación financiera y técnica con dicha finalidad (AOD); hacer del comercio internacional 

un motor efectivo de expansión económica; resolver el problema de la deuda externa de los 

países en desarrollo; y fortalecer el sistema multilateral para el tratamiento de las cuestiones 

vinculadas a los procesos de desarrollo.  

 

En este período, a pesar de que las contribuciones de los donantes aumentaron, la 

importancia de la AOD como fuente de recursos presupuestarios para los países en desarrollo, 

disminuyó. Y además lo hizo en mayor medida en su aplicación a los países menos 

adelantados. De hecho, la ayuda proporcionada en términos reales a los países menos 

adelantados en 2004 fue menor que la asignada en 199016. Una ayuda que, por otra parte, se 

dirigió principalmente a programas de alivio de la deuda (acuerdos del Club de Paris para Irak 

y Nigeria) y, en menor medida, a las ayuda de emergencia (Tsunami Asia 2004), con lo que 

su contribución no fue relevante a efectos de aumentar el nivel de asistencia a los países en 

desarrollo, algo imprescindible para poder intensificar los esfuerzos en esos países y lograr 

alcanzar los ODM. 

 

                                                            
15 Este mandato fue reforzado en el Documento Final de la Cumbre de NNUU de 2005 “El Consenso de 
Monterrey: estado de aplicación y labor futura” en el que todos los países en desarrollo, se comprometieron a 
establecer y aplicar estrategias nacionales de desarrollo antes de finalizar el año 2006. 
16 Sexagésimo primer período de sesiones Tema 51 del programa provisional* Seguimiento y aplicación de los 
resultados de la Conferencia Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo, 2006 
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Gráfico 3: AOD: Flujos totales públicos y privados 

 

 
                  Fuente: CAD/OCDE, 2014 

 

Otro intento fallido se produjo con el compromiso en la cumbre del G-8 celebrada en 

2005 en Gleneagles (Escocia), donde se acordó incrementar la AOD desde 80.000 millones de 

dólares en 2004 a 130.000 millones de dólares (a precios constantes de 2004) en 2010, lo que 

equivalía a un porcentaje del 0,36% del ingreso nacional bruto. 

 

Sin embargo, al tiempo que se constataba esta reducción en la AOD, los flujos netos 

de capital privado dirigidos a estos países aumentaron. En 2006 su cuantía era equivalente a 

seis veces la cantidad total en concepto de AOD (646.000 millones de dólares). Salvo en 

África y Oriente Medio, donde la AOD sigue siendo el rubro más importante de la 

financiación al desarrollo, en el resto de las regiones (América Latina, CEI -países del este de 

Europa integrados en la antigua URSS-  y Europa del sur y Asia desarrollada) tiene una 

importancia muy limitada. En el caso de América Latina, región que concentra el porcentaje 

más alto del destino de la AOD española, la AOD apenas supone un 2% de la financiación al 

desarrollo de la región, frente al 52% que representan las inversiones extranjeras directas y el 

42% de los ingresos provenientes de las remesas. En regiones como el CEI y Europa del sur, 

los préstamos privados superan hasta en 8 veces a la AOD. 
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Gráfico 4: AOD: Flujos totales privados 

 
                   Fuente: CAD, OECD, 2014 

 

Este proceso de creciente peso de los flujos de financiación privada en la financiación 

al desarrollo conlleva implicaciones políticas relevantes. Entre otras cuestiones, produce una 

mayor concentración de la AOD en los PMA, al mismo tiempo que las agendas de desarrollo 

de los PRM adquieren un mayor interés como consecuencia de la nueva arquitectura 

financiera internacional, y de las medidas de apertura comercial propuestas por la OCDE en 

relación con estos países. 

 

En todo caso, a efectos del comercio internacional, la integración efectiva de los países 

en desarrollo, en particular de los PMA y de los países con economías en transición, en el 

sistema multilateral de comercio, sigue siendo un objetivo prioritario17. Ya en el Consenso de 

Monterrey y en las actas de la Cumbre Mundial de 200518 se evidenciaba el estancamiento de 

los ingresos por exportación de los países que aún dependen considerablemente de las 

exportaciones de productos básicos, que además se agravaba como consecuencia de la subida 

de los precios de los alimentos en el 2007.  

 

                                                            
17 Mandato de Doha aprobado en la XIII UNCTAD, en abril de 2012. 
18 La Cumbre puso de relieve "la necesidad de abordar los efectos de la debilidad y la volatilidad de los precios 
de los productos básicos y apoyar el esfuerzo de los países dependientes de esos productos por reestructurar, 
diversificar y reforzar la competitividad de sus sectores de los productos básicos" (resolución 60/1 de la 
Asamblea General, párr. 33). 
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La política comercial internacional sigue dificultando la penetración de las 

exportaciones de los países más empobrecidos hacia los países desarrollados con mayor nivel 

de renta y alto poder adquisitivo. La contracción del volumen del comercio mundial 

provocada por los efectos de la crisis de 2007 (de reducción en un 13,1%) también afectó a 

los PMA. No obstante, las distintas formas de subsidios agrícolas en los países desarrollados -

EEUU, Japón, UE, de manera más significativa- siguen constituyendo el principal obstáculo 

para favorecer el desarrollo de esos países, ya que impulsan la caída de los precios en el 

mercado mundial y producen una competencia desigual con los productores locales de estos 

países. Aunque el valor total de las medidas de apoyo al sector agrícola como porcentaje del 

producto interno bruto (PIB) de los países de la OCDE ha disminuido, en términos absolutos 

aumentó hasta alcanzar los 368.000 millones de dólares en 2008, frente a los 5.634 millones 

de dólares que se desembolsaron ese año en AOD para el desarrollo de la agricultura de los 

países en desarrollo.  

 

Al mismo tiempo, los países exportadores de productos básicos se enfrentan a desafíos 

especiales. La volatilidad de los precios de las materia primas condiciona la evolución de los 

precios de sus exportaciones y la inestabilidad contribuye a la inseguridad económica, además 

de plantear problemas para el desarrollo a largo plazo. Por otra parte, los nuevos mercados del 

sur de las economías emergentes 19  demandan cada vez más los productos de los PMA, 

principalmente minerales y combustibles. Si bien no se esperan cambios significativos a corto 

plazo, dado que en la actualidad la OCDE representa el destino del 80% de estas 

exportaciones, a medio plazo se espera un desplazamiento del eje comercial hacia el Pacífico. 

 

La ayuda orientada hacia las infraestructuras relacionadas con el comercio y el 

fortalecimiento de la capacidad productiva constituye un compromiso compartido por todos 

los donantes tradicionales 20 , y suele ser bien recibida por las estrategias nacionales de 

desarrollo de los países receptores. Esta perspectiva de la ayuda apunta hacia una mayor 

implicación nacional, integrando el comercio en los PND, por lo que cabría suponer una 

                                                            
19UNTAD, 2009 “Making South-South trade an engine for inclusive growth”, Policy Brief No. 8, November de 
2009. 
20 En la cumbre de Toronto, del 2010, los dirigentes del G-20 se comprometieron a ampliar su capacidad y apoyo 
para facilitar el comercio, bajo la máxima de que “los fondos de los donantes son más eficaces cuando se 
destinan a las necesidades y prioridades relativas al comercio del país receptor”. En consecuencia, el G20 
también apunta hacia una mayor implicación nacional, integrando el comercio en las estrategias nacionales de 
desarrollo. 
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mayor participación del comercio en la financiación del desarrollo. Sin embargo, la mayoría 

de los donantes asignan su ayuda bilateral en función de sus intereses políticos y económicos, 

suelen centrarse en unos pocos países y depender de instrumentos de asignación basados en el 

desempeño y no en las necesidades de los países receptores. Como resultado de ello, los PMA 

son cada vez menos objeto de atención prioritaria para los donantes del CAD.  

 

En el año 2008, los 10 principales receptores de AOD recibieron más del 38% del total 

neto de la misma, mientras que en el año 2000 recibieron el 12%. Así pues, parece que la 

comunidad de donantes ha aumentado la concentración de la asistencia en un menor número 

países, estableciendo “sus países preferidos”. Desde 1990 también se ha registrado un cambio 

drástico en las asignaciones de AOD, que han pasado del sector económico al social. En el 

año 2008 la principal porción de los compromisos de AOD bilateral se asignó a los sectores 

sociales (40%, mientras que en los años 90 no llegaba al 20%), seguidos de la infraestructura 

económica (17%, respecto al 25% de la década anterior). Igualmente, destaca la diferencia en 

los compromisos de AOD bilateral para la agricultura, que baja hasta el 5% del total, frente el 

17% que representaba en los años 90. Estos resultados coincidían en el tiempo con el 

contenido de la “Conferencia internacional de seguimiento sobre la financiación para el 

Desarrollo” celebrada en Doha en diciembre de 2008, encargada de examinar la aplicación del 

Consenso de Monterrey y reclamar nuevos esfuerzos al respecto. 

 

Durante todo este periodo, la AOD progresó significativamente, lo que, junto con 

otros factores, daría lugar a una reducción significativa de la pobreza absoluta, que pasaría del 

58 por ciento de la población en 1981 al 38 por ciento en 2008 (Banco Mundial, 2013). De 

hecho, la ayuda sigue siendo esencial en los países donde la inversión privada es limitada 

(Estados frágiles), sobre todo para los más de mil millones de personas que todavía viven en 

la pobreza más absoluta. Partiendo de este hecho, la realidad de la AOD refleja significativos 

datos. Cabe señalar que en las últimas dos décadas, la AOD per cápita se ha mantenido. A su 

vez, la AOD neta procedente de los 25 países miembros de Comité de Ayuda al Desarrollo de 

la OCDE (CAD) creció un 37 por ciento en términos reales entre 2004 y 2010, alcanzando un 

máximo histórico en la última fecha. De esta cantidad, un 60 por ciento fue a países de bajos 

ingresos (PMA) y el 40 por ciento restante a países de ingresos medios (PRM).  
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Los mayores donantes en términos absolutos, fueron Estados Unidos, Reino Unido, 

Alemania, Francia y Japón. En 2012, Dinamarca, Luxemburgo, Países Bajos, Noruega y 

Suecia seguían proporcionando un 0,7 por ciento o más de su Renta Nacional Bruta (RNB) 

como AOD, si bien estos cinco países representaron sólo el 11 por ciento de la ayuda total de 

los miembros del CAD. Hay que destacar que entre 2010 y 2012, la AOD entregada a los 

países en desarrollo por los donantes del CAD (125.900 millones de dólares) disminuyó en 

términos reales un 6%. Se trata de la disminución más importante de la AOD desde 1997 

(CAD-OCDE, 2013). Las consecuencias de la recesión mundial se reflejan en los 

presupuestos que los donantes destinan a la AOD, pero además parece emerger un renovado 

escepticismo entre los países donantes acerca de la eficacia de esta ayuda y sobre su 

relevancia para el desarrollo. 

 

A su vez, otro de los elementos de análisis de los flujos de ayuda al desarrollo es su 

capacidad de tener un impacto anticíclico en las economías de los países receptores. A raíz de 

la crisis financiera mundial (Figura 1), más de 30 países de bajos ingresos (PMA) estaban 

recibiendo ayuda por un importe anual superior al 12 por ciento de su PIB. Así, hoy en día la 

AOD en los Estados frágiles representa el 40 por ciento del total de los flujos financieros -

públicos y privados- que reciben, mientras que en los PRM, con una significativa menor 

recepción de recursos por AOD, la ayuda se ha mantenido como apoyo para financiar la 

prestación de sus servicios sociales, a la vez que coadyuva a la atracción de otras corrientes de 

financiación adicionales, tanto privadas (IED, por ejemplo), como públicas (de crédito, o 

inversión). 

Gráfico 5: Evolución de la AOD (Fuente CAD, OCDE, 2012) 
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Hasta el momento, de manera general los países en desarrollo han soportado 

relativamente bien la incertidumbre ocasionada por la crisis financiera internacional y su 

impacto en la Eurozona. A pesar de que la proporción de la deuda externa ha seguido 

mejorando en la mayoría de las regiones en desarrollo (con la excepción de América Latina y 

Asia Meridional) y también en el grupo de los PMA, muchos países siguen 

sobreendeudados21, o con un alto riesgo de estarlo en el corto plazo. Según análisis recientes -

FMI (2011)- sobre la sostenibilidad de la deuda, en el año 2011 continuaban sobreendeudados 

tres PMA (Comoras, Guinea y Sudán) y otros diez países con alto riesgo de estarlo, debido al 

aumento de la deuda pública interna. La deuda externa total de 48 países pertenecientes al 

grupo de los PMA aumentó hasta una cifra estimada en 170.000 millones de dólares en 2011, 

en comparación con 158.000 millones del 2010. Para intentar resolver esta situación, por un 

lado, surgió el Programa de Acción en favor de los PMA para el decenio 2011-202022 que 

prioriza medidas para mitigar los efectos negativos de la crisis, a través de la movilización de 

recursos económicos para el desarrollo y de nuevos instrumentos para el fomento de la 

capacidad de los países en relación con la utilización de la AOD y para la gestión de la deuda 

externa. 

  

Por otro lado, la movilización de recursos internacionales ha marginado aún más a los 

PMA, en parte debido a su escasa inserción en el mercado financiero internacional. Si bien las 

corrientes de financiación privada son la fuente más importante de recursos externos para los 

países en desarrollo, éstas se canalizaron de forma mayoritaria hacia países desarrollados 

(más de 600.000 millones de dólares en 2005). A su vez, en los últimos años, la principal 

fuente de ese tipo de transferencias ha sido el superávit de cuenta corriente y la acumulación 

de reservas internacionales de algunas economías de mercados emergentes, en donde el 

grueso de los flujos privados de financiación se han dirigido a los países en desarrollo de 

ingreso medio-alto (PRM-alta).  

 

                                                            
21 Se trata de países que arrastran una elevada deuda externa, lastrada por los intereses atrasados que la han ido 
incrementando hasta el punto de no poder ser condonada por los acreedores. Un sobreendeudamiento que limita 
y condiciona cualquier iniciativa de desarrollo. 
22 Conferencia de las NNUU sobre la crisis financiera y económica mundial y sus efectos en el desarrollo de 
2009. 
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Así, hay que destacar que las economías en desarrollo siguen captando casi la mitad de 

las corrientes mundiales de inversión extranjera directa (IED). En el año 2011 éstas 

alcanzaron un nuevo máximo en Asia y América Latina. Sin embargo, en los PMA la IED 

continuó en recesión por tercer año consecutivo, con una disminución que superó el 10% en 

dicho año. Actualmente las IED, aunque son un 25% inferiores al máximo alcanzado en 2007, 

rondan los 1,5 billones de dólares y son un “complemento esencial de las actividades de 

desarrollo nacionales e internacionales 23 ”, y siempre que sean inversiones “socialmente 

responsables con un marco jurídico apropiado para promover el espíritu empresarial, las 

inversiones, la competencia, la innovación y la diversificación económica24”. Así, en 2013 las 

corrientes de IED hacia los países en desarrollo ascendieron a 1,45 billones de dólares y se 

espera que alcancen la cota de 1,6 billones de dólares en 2014 y 1,8 billones en 201525. 

 

La actual crisis también ha afectado a otras categorías de corrientes de capitales 

privados hacia los países en desarrollo. Aunque los préstamos bancarios se han recuperado en 

algunas partes de Asia, la situación es muy delicada en las economías en transición de Europa 

y Asia Central, donde el aumento de los préstamos improductivos probablemente restrinja el 

otorgamiento de nuevos créditos. Las corrientes de cartera hacia los países en desarrollo 

también disminuyeron notablemente durante la crisis. A su vez, la variabilidad de las 

corrientes de inversión en función de la percepción del riesgo de determinados países y 

mercados -como recientemente ha ocurrido con algunos países emergentes- puede ocasionar 

un incremento brusco de las corrientes de capitales de corto plazo (denominados, “capitales 

golondrina”) hacia otros destinos, con el riesgo de que en estas economías se originen otros 

problemas asociados a presiones inflacionistas, o de desestabilización del valor de sus 

monedas y de sus mercados financieros. 

 

En este sentido, el documento “El Consenso de Monterrey: estado de aplicación y 

labor futura”26 resalta la importancia de que cada país explore la posibilidad de aumentar sus 

recursos nacionales, ya que son un requisito para la concesión de asistencia por parte del 

Banco Mundial, a través de la Asociación Internacional de Fomento (AIF), y el Fondo 

                                                            
23 Declaración de Doha sobre la financiación para el desarrollo (2008). 
24 Declaración de Estambul, formulada tras la Cuarta Conferencia de las Naciones Unidas sobre los Países 
Menos Adelantados (PMA-IV) en mayo de 2011. 
25 UNCTAD, 2013  
26 Documento final de la Cumbre de NNUU de 2005. 
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Monetario Internacional (FMI), a través del Servicio para el Crecimiento y la Lucha contra la 

Pobreza. Además, sirven de base para la Iniciativa Ampliada en Favor de los Países Pobres 

Muy Endeudados para la concesión de recursos destinados al alivio a la deuda.  

 

 Desde 2006, se han intensificado las propuestas de mecanismos específicos de 

Financiación Innovadora para el Desarrollo (FID) con el objetivo de generar fuentes 

adicionales de recursos para el desarrollo y asegurar un despliegue más eficaz de esos 

recursos27. Los mayores avances en este ámbito se han centrado en la recaudación de una 

contribución solidaria en los billetes de avión y en el proyecto piloto para el servicio 

internacional de financiación de la inmunización, que podría recaudar hasta 4.000 millones de 

dólares en diez años, en apoyo de la Alianza Mundial para el Fomento de la Vacunación28.  

 

 Se trata de un conjunto de mecanismos nuevos de FID con los que se pretende 

movilizar una parte de los beneficios de la globalización para financiar la corrección de los 

“males globales” o externalidades negativas de la globalización. El desarrollo de estos 

mecanismos de financiación coincide con el momento en que la crisis financiera de EEUU se 

convierte en una crisis mundial y el G20 decide concentrarse en las cuestiones relacionadas 

con la estabilidad financiera mundial, la regulación y la supervisión de los sistemas 

financieros nacionales e, incluso, en la promoción del establecimiento de un impuesto 

internacional a las transacciones financieras.  

 

b) Contexto actual de la ayuda y la financiación al desarrollo 

 

 Como se adelantaba en la aproximación conceptual, los países en desarrollo tendrán 

que redoblar sus esfuerzos para financiar su propio desarrollo mediante una mayor 

movilización de sus recursos internos, en buena medida mediante el fortalecimiento de sus 

administraciones tributarias y el mejor aprovechamiento de los ingresos vinculados a la 

explotación de los recursos naturales, al tiempo de frenar el tráfico ilícito de los flujos 

financieros. El reto radica en el establecimiento de un marco de apoyo a las políticas del país, 

                                                            
27 Un ejemplo de ello es La Conferencia Ministerial de París sobre Mecanismos Innovadores de Financiación 
para el Desarrollo, convocada por el presidente francés Jacques Chirac en febrero de 2006.  
28 Participan Brasil, España, Francia, Italia, Noruega, el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, 
Sudáfrica y Suecia y la Fundación Gates. 
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mientras se ofrece un compromiso creíble para construir las capacidades nacionales para 

combatir la pobreza con el fin de ampliar las opciones disponibles29. 

 

 Ante el contexto actual de reducción de flujos de AOD mundial, surge la disyuntiva de 

si priorizar la AOD hacia los países de bajos y medios ingresos, o bien, si es más pertinente 

financiar los bienes públicos mundiales; en ambos casos, es preciso movilizar mayores 

recursos ante el continuo crecimiento de las necesidades. En la actualidad, algunos de los 

países donantes han comenzado a destinar parte de su AOD hacia lo que se viene a denominar 

“inversiones públicas mundiales", en particular para hacer frente a la lucha contra el cambio 

climático, las enfermedades infecciosas, en mejoras en el acceso al comercio de los países 

más pobres, etc. La financiación destinada a este tipo bienes públicos globales, cuyos efectos 

tienen una especial repercusión sobre las personas más pobres, va a requerir esfuerzos 

crecientes por parte de los donantes -tradicionales, y nuevos (o emergentes)- en las próximas 

décadas. 

 

 Como ha señalado el Grupo de Alto Nivel Post-201530 de las Naciones Unidas, la 

creación de un entorno mundial adecuado para las finanzas a largo plazo resulta 

imprescindible en la medida en que el país receptor asuma su compromiso para desarrollar 

políticas y capacidades para combatir la pobreza. El Grupo advierte que no habrá nunca una 

cantidad suficiente de recursos para financiar los objetivos de desarrollo si no existe ese 

compromiso, debiéndose cuestionar en caso contrario, la movilización de recursos. Desde los 

países en desarrollo se debería crear un entorno institucional que permita la eficacia del gasto 

en desarrollo, a la vez que promueva la atracción de recursos adicionales del sector privado 

que complementen los recursos públicos y, así, hacer máximo el alcance de la financiación 

para el desarrollo. Ello no excluye la continuidad del esfuerzo de apoyo financiero de la 

comunidad de donantes bilaterales y de instituciones financieras internacionales hacia los 

PED, aunque sí se traduce en un que se tienda a ofrecer un mayor apoyo focalizado hacia la 

reforma de las políticas y el fortalecimiento institucional (especialmente, en los PRM) frente a 

la canalización tradicional de financiación directa de programas y proyectos de desarrollo.  

 

                                                            
29 Banco Mundial, 2013. 
30 En julio de 2012, el Secretario General de la ONU, Ban Ki-moon, creó el Grupo de Alto Nivel Post-2015 con 
27 miembros para que asesoraran a la institución  sobre el marco de desarrollo global más allá de 2015, fecha 
límite para alcanzar los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM). http://www.post2015hlp.org/. 



30 

 

 Respecto a cuáles son los temas relevantes de la financiación en el marco de la agenda 

de desarrollo post-2015, se sostiene el papel fundamental que ha de tener la movilización de 

recursos internos para maximizar el impacto sobre el desarrollo -por ejemplo, Bill Gates 

argumentaba en el año 2011 que los recursos internos de los países en desarrollo serán la 

mayor fuente de fondos 31-. Para ello, es esencial que en los PED se movilicen recursos 

nacionales a una escala mayor, a la par de que se establezcan adecuadas prioridades de gasto 

público, se aumente la eficacia de la gestión de los recursos propios (fundamentalmente, 

impositivos y por explotación de recursos naturales) y se reduzcan los altos niveles de fuga de 

capitales.  

 

 Adicionalmente, el informe elaborado por Gates insistía en que la movilización de 

recursos internos no excluye del compromiso con el desarrollo de los países desarrollados. 

Así, éstos deberían ser responsables a la hora de promover la transparencia (jurídicamente 

vinculante) de sus empresas extractivas (mineras y petroleras) en los países en desarrollo. Por 

su parte, los países en desarrollo ricos en recursos naturales deberían mejorar su capacidad 

para negociar contratos justos con las industrias extractivas. Los gobiernos podrían unirse a 

iniciativas como la de Transparencia de las Industrias Extractivas (EITI), que promueven una 

mayor transparencia a través de la divulgación de los contratos y de los flujos de ingresos. 

 

 También deberían comprometerse con el desarrollo las economías emergentes. A 

principios de 2013, el mismo Grupo de NNUU de Alto Nivel Post-2015 revelaba que la 

movilización de los ingresos nacionales de las economías emergentes y en desarrollo ascendía 

a 7 billones 700 mil millones de dólares en el 2012. Una cifra que crece a razón de un 14 por 

ciento anualmente desde el 2000. En este contexto, cabe señalar que en el año 2010, por 

ejemplo, los países del África Subsahariana recogieron 10 dólares de ingresos propios por 

cada dólar de la asistencia extranjera recibida. Algo que podría significar una reducción de la 

dependencia de la ayuda pero que sin embargo no produce los efectos esperados. El bajo nivel 

impositivo, los altos niveles de fuga de capitales, la limitada capacidad para recaudar ingresos 

a las multinacionales que invierten en estos países y la ineficacia de un gasto, que además es 

poco redistributivo, hacen que estos flujos económicos no repercutan sobre el  desarrollo de 

estos países.  

 
                                                            
31 Informe elaborado por Bill Gates a petición del Gobierno francés durante su Presidencia del G-20 de 2011. 



31 

 

 En este sentido sería necesario avanzar en la ampliación de la cobertura de impuestos, 

el fortalecimiento de la rendición de cuentas y el aumento de la eficiencia del gasto. Esfuerzos 

que, como abordar los problemas relacionados con los precios de transferencia que podrían 

reducir los flujos financieros ilícitos y mejorar la recaudación de ingresos (BM, 2013), serían 

significativamente importantes para el desarrollo de estos países. Así, se puede mejorar su 

capacidad fiscal mediante la ampliación de las bases imponibles de los grandes impuestos 

(IVA e Impuestos sobre la Renta), sobre todo en aquellos países donde su recaudación 

impositiva solo representa entre un 10 y un 14 por ciento del PIB, un tercio menos que lo que 

suponen estos ingresos en los países de renta media, y muy por debajo del nivel presión fiscal 

impositiva del 20-30 por ciento del PIB de los países desarrollados o de ingresos altos. 

 

Gráfico 6: Ingresos por impuestos clasificado por grupos de países según su nivel de 

ingresos (% del PIB, 1994-2009) 

 
  1ª Columna corresponde a países de altos ingresos (verde oscura) 

  2ª Columna corresponde a países de ingresos medios (azul claro) 

  3º Columna corresponde a países de bajos ingresos (azul oscuro) 

                         Fuente: clasificación del Banco Mundial, 2012  

 

Tal y como se puede observar en la Figura 2, los países de más bajos ingresos, si bien 

han aumentado su recaudación impositiva sobre el PIB en la última década-pasando del 10% 

en 1998 a un 13,6% en 2009-, siguen teniendo unos niveles de presión fiscal impositiva 

significativamente bajos. Por su parte, los PRM comparativamente aumentaron en 6 puntos 

porcentuales su nivel impositivo, aunque todavía hay una importante brecha respecto al nivel 
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de presión fiscal impositiva de los países de altos ingresos (con unas tasas en torno al 30% del 

PIB). 

 

 En este contexto, por un lado, es importante que la AOD siga financiándose a través 

de los donantes tradicionales y que se incorporen los países emergentes y los PRM. Se estima 

que a partir de 2015, la AOD generará recursos adicionales por valor de 80 mil millones de 

dólares anuales, de los cuales, solo 18 mil millones de dólares provendrán de países fuera de 

la OCDE (esto es, al margen de los donantes tradicionales integrantes del CAD) a pesar del 

rápido crecimiento que estas economías emergentes están teniendo. Ante esta situación, los 

recortes en la AOD que previsiblemente se sumarán en los próximos años, pueden suponer un 

importante daño a la estabilidad mundial, al crecimiento potencial de la economía global, y a 

los medios de vida de millones de las personas más pobres. Por otro lado, resulta una 

condición indispensable que los países en desarrollo asuman el compromiso de enfrentarse a 

las reformas que mejoren la movilización de sus recursos propios para poner en marcha las 

estrategias necesarias de combate contra la pobreza y la desigualdad. Un equilibrio difícil de 

conseguir, que deberá ir definiéndose en cada país, y siempre bajo la máxima de evitar que un 

aumento de la dependencia financiera externa pueda distorsionar las prioridades, la capacidad 

real y el modelo de desarrollo elegido por cada país. 

 

 

c) Contexto regional: la ayuda en la Unión Europea 

 

La Unión Europea (28 + Comisión Europea) representa el 58% de la AOD neta mundial. 

Como principal donante, es importante destacar que también comparte la necesidad de 

movilizar más fondos para el desarrollo 1de todas las fuentes disponibles. En general la UE ha 

demostrado un avance continuado en sus compromisos de financiación (Comisión Europea, 

2011) aunque hay variaciones entre los Estados32. La UE y sus Estados miembros destinaron 

55.200 millones de euros en 201233 para ayuda al desarrollo. Para poder cumplir con el 

compromiso de alcanzar el 0.7% de la RNB en 2015, debe aumentar la dotación 

presupuestaria de la acción exterior, alrededor de 14.000 millones de euros (hasta unos 70 000 

                                                            
32 Como se recoge en el Programa global de "Financiación para el Desarrollo" donde anualmente revisa los 
progresos hacia el 0,7% de AOD en RNB en 2015. En 2010 se alcanzó el 0,56% de la RNB. 
33  http://www.consilium.europa.eu/uedocs/cms_data/docs/pressdata/ES/foraff/137320.pdf 2COM (2011) 637 
final de 13.10.2011. 
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millones de euros). Algo que se pretende llevar a cabo tanto a través de un mayor despliegue 

de instrumentos de financiación innovadora (como préstamos, garantías, fondos de capital 

propio e instrumentos de riesgo compartido) que pueden promover una mayor inversión 

privada y reforzar las instituciones de los países beneficiarios, como a través del Fondo 

Europeo de Desarrollo (FED) para canalizar ayuda al desarrollo hacia los 79 Estados de 

África, el Caribe y el Pacífico (ACP). Un fondo que debe aumentar a lo largo de seis años, de 

su actual dotación de 23.000 millones de euros hasta los 30.300 millones de euros (a precios 

de 2011). 

Desde la UE (Comisión Europea, 2012), y a modo de transición, se pretende dar 

prioridad a los sectores con mayor capacidad para reducir la pobreza -gobernanza, protección 

social, salud, educación, empleo, agricultura y energía-, si bien en el futuro la ayuda bilateral 

a los PED se destinará a un máximo de tres sectores prioritarios. A su vez, la actualización de 

la política de ayuda al desarrollo de la UE prevé la introducción de instrumentos innovadores 

como la combinación de subvenciones y préstamos, o la inclusión del sector privado a través 

del establecimiento de alianzas público-privadas para el desarrollo (APPD). En el grafico 1 se 

refleja la prioridad que la UE da a los distintos grupos de países por nivel de renta en su 

política de ayuda para la lucha de la pobreza, en donde destaca que los flujos de ayuda se 

focalizan de forma prioritaria a los PMA y otros países de renta baja (OPRB), seguidos por 

PRM baja, programas regionales y no asignados y, en último lugar hacia los países de renta 

media alta (PRMA). 

Gráfico 7: Prioridad en la lucha contra la pobreza 2000-2011 

 
         Fuente: Informe anual de 2012 sobre las políticas de la UE en materia de desarrollo y ayuda exterior y su 

aplicación en 2011. 
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A diferencia de las anteriores directrices de financiación (2009-2013), la programación 

de las líneas financieras de la UE en su actual Marco Financiero Plurianual 2014-20 considera 

la política exterior como una prioridad. Esto puede significar un cambio cualitativo en el 

futuro de la política de ayuda al desarrollo de la UE, ya que permitirá profundizar en asuntos 

claves como el código de conducta, la división internacional del trabajo, la programación 

conjunta, y en qué medida la política de ayuda pueda adquirir un mayor peso respecto al resto 

de políticas exteriores y se posibilite avanzar en la necesaria coherencia de políticas de la UE. 

Cabe destacar, que se pone sobre la mesa un nuevo marco en el que los servicios de ayuda al 

desarrollo a los países en desarrollo se podrían proporcionar a través de las ONGD, con la 

colaboración de los gobiernos y las autoridades locales de los países receptores de la ayuda.  

 

Así, el avance de la nueva agenda deberá hacer frente tanto las previsibles resistencias 

de algunos Estados miembros ya que con la crisis económica y financiera se percibe una 

pérdida de interés en relación con la ayuda al desarrollo, como por la falta de coordinación 

que existe entre las distintas políticas de ayuda de los gobiernos de la UE. Debido a los 

recortes y a las reticencias a avanzar en la agenda de eficacia de la ayuda, los Estados 

miembros se muestran menos inclinados a trabajar con otros países. Mejorar la eficiencia y la 

eficacia de la ayuda europea no es solo conseguir, con los mismos recursos, un mayor 

impacto sobre el desarrollo; también exige una nueva adecuación del sistema de ayuda a 

realidades distintas.  

 

En este contexto, cobra un gran protagonismo la combinación de préstamos y 

donaciones. En 2010, el Comisario de Desarrollo, Andris Piebalgs 34 , se refirió a esta 

modalidad de combinación de recursos financieros como “los instrumentos que aumentan la 

influencia y la visibilidad de la ayuda exterior, al mismo tiempo que promueven la 

cooperación entre las instituciones de financiación bilateral y multilateral”. Son una respuesta 

a la necesidad de aumentar el volumen de financiación del desarrollo en un contexto de 

recursos limitados, y puede mejorar la velocidad con la que la ayuda se desembolsa y 

aumentar la flexibilidad con que la ayuda puede adaptarse a los cambios del entorno. 

 

 
                                                            
34 Intervención de Fokion Fotiadis, director general de DEVCO, ante la Comisión de Desarrollo del Parlamento 
Europeo, 25 de mayo de 2011, http://www.europarl.europa.eu/wps-europarl-internet/frd/ . 
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Por lo que se refiere a la relación específica de la UE con Centroamérica y 

Sudamérica, en concreto con los países seleccionados, la UE ha tenido sus preferencias 

claramente identificadas. Para Centroamérica, solo ha perseguido un objetivo: la integración 

regional y el establecimiento de un área de libre mercado. A través del Acuerdo de Diálogo 

Político y Cooperación UE-América Central (2007) y condicionado por las dificultades que 

tiene Centroamérica en definir posiciones regionales comunes, la UE aprobó el Documento de 

Estrategia Regional (2007-13). Para ello, la Comisión Europea (CE) invirtió 20 millones de 

euros destinados a fortalecer las instituciones regionales, los sistemas de coordinación 

intergubernamentales y las entidades nacionales involucradas en el proceso de integración 

regional.  

 

Para el objetivo de creación de una unión aduanera centroamericana, se asignaron 47 

millones de euros, y el apoyo al desarrollo de políticas y leyes comunes que contribuirían a la 

creación de un mercado común en la región. Para lo cual, se tiene previsto apoyar iniciativas 

de política fiscal (por ejemplo, apoyo a la administración fiscal para mejorar la recaudación 

de impuestos y facilitar la transparencia y el  intercambio eficaz de información). Al mismo 

tiempo, se destinaron 8 millones de euros para reforzar el área de bueno gobierno, democracia 

y derechos humanos, con un presupuesto específico para apoyar a la sociedad civil en la 

preparación y la implementación de los programas que apoyen el proceso de integración 

regional, de cara a aumentar el empoderamiento de la sociedad civil en el proceso de 

integración e incremente la visibilidad de la actuación de la CE. 

 

Uno de los principales retos, es el fortalecimiento democrático en la región, así como 

reducir la vulnerabilidad y la dependencia financiera de la misma. La apuesta europea 

consiste en ejecutar lo antes posible la agenda de integración económica y así, contribuir a 

diversificar el comercio, estimular la competitividad, atraer la inversión extranjera y 

garantizar una integración gradual de Centroamérica en los mercados mundiales. Al mismo 

tiempo, la CE contempla como principales riesgos de esta estrategia de ayuda la falta de un 

adecuado compromiso y voluntad política para profundizar el proceso de integración 

económica, así como la limitada disponibilidad de recursos financieros para la integración 

regional y la estabilidad macroeconómica, altamente condicionada en todo caso por factores 

externos (como por ejemplo, el precio del petróleo, el precio de materias primas, etc.). 
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En cuanto a la región sudamericana, las prioridades de la cooperación entre la Unión 

Europea (UE) y los países seleccionados son muy distintas. En el caso de Paraguay, por 

ejemplo, se enmarcaron en el acuerdo con el MERCOSUR para el período 2007-2013, con el 

objeto de reforzar la cooperación desde una dimensión de integración regional, priorizando 

básicamente el fortalecimiento de las instituciones de MERCOSUR, así como los ámbitos 

comercial y económico, de cara a la consecución de la unión aduanera y progresar hacia el 

objetivo de su tratado constitutivo (Tratado de Asunción) de creación de un mercado común 

regional. Para los otros tres países (Colombia, Ecuador y Bolivia) la UE aplica la estrategia de 

“Asociación reforzada35” a través de la cual reafirma su apoyo en función de los valores 

comunes compartidos (derechos humanos, democracia y multilateralismo), propone aportar su 

experiencia para ayudar a la región a hacer frente a los cambios que ha experimentado y así 

contribuir a reforzar la estabilidad y la seguridad, y plantea intensificar su intervención en la 

lucha contra las desigualdades sociales y el desarrollo económico. 

 

Las instituciones de la UE son partidarias de individualizar sus relaciones con cada 

uno los países y organizarlas en función de las necesidades de sus economías y del papel que 

desempeñan en la escena internacional. Destacan en el acuerdo, no solo unas relaciones 

comerciales preferentes para ambas regiones, sino una garantía de estabilidad en la región, 

especialmente en materia de buena gobernanza y gestión democrática. En este punto, la UE 

insiste en que las propias sociedades deben alcanzar un mayor compromiso con la gobernanza 

democrática, para lo que la CE propone reforzar las medidas de cooperación, aumentar la 

participación de las organizaciones sociales y los ciudadanos en la vida política y crear, a 

propuesta del Parlamento Europeo, una asamblea transatlántica Europa-América Latina.  

 

Unida a la voluntad de lograr una buena gobernanza, la UE resalta el ámbito de la 

seguridad bajo un enfoque de responsabilidad compartida, y la lucha contra la delincuencia 

(blanqueo de dinero, corrupción, etc.), basado en la transparencia que debe conseguirse por 

medio de una buena gobernanza financiera, fiscal y judicial. Concluye priorizando la cohesión 

social como tema prioritario en el marco de la política de ayuda y cooperación al desarrollo 

para el período 2007-2013. 

 
                                                            
35  Comunicación de la Comisión al Consejo y al Parlamento Europeo, de 8 de diciembre de 2005, «Una 
asociación reforzada entre la Unión Europea y América Latina» [COM (2005) 636 final - no publicada en el 
Diario Oficial]. 
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La UE hizo público su apoyo a las declaraciones de Monterrey y Doha en referencia al 

papel de la fiscalidad en la financiación del desarrollo, de tal manera que la mejora de las 

condiciones económicas y sociales de los países en desarrollo está vinculada a la gobernanza 

fiscal y al fortalecimiento de sus sistemas fiscales. Así, la política europea de ayuda al 

desarrollo promoverá los sistemas impositivos y el aumento de los ingresos fiscales de los 

países socios receptores de su ayuda, dado que resultan “esenciales para el desarrollo 

sostenible, la legitimidad del Estado, la estabilidad económica, la financiación de los 

servicios públicos y de las infraestructuras”36. 

 

Sin embargo, la UE también señala una serie de dificultades existentes en estos países 

que complican el avance en la dirección señalada: la fragilidad de sus estructuras económicas 

y su escasa competitividad, la inestabilidad política de algunos países, la distribución desigual 

de la presión fiscal entre los contribuyentes y la debilidad de sus administraciones tributarias, 

ponen de manifiesto la necesidad de reforzar los medios y capacidades para avanzar en este 

sentido. A su vez, se observan otras complicaciones externas, derivadas del propio proceso de 

la globalización: la aplicación de adecuados convenios para evitar la doble imposición 

internacional; el uso de nuevas tecnologías con fines fraudulentos; la disminución del peso de 

los ingresos aduaneros hacia otras fuentes impositivas más diversificadas; o la competencia 

fiscal a la baja por la voluntad de atraer inversiones extranjeras directas duraderas, entre otras. 

 

Para afrontar estas dificultades, la CE propone de forma general ciertas medidas como: 

repartir la carga fiscal de forma equitativa (mayor equilibrio entre los impuestos directos e 

indirectos); incorporar las especificidades de la economía sumergida al sistema tributario; 

apoyar a las microempresas y las pequeñas empresas; estabilizar el marco jurídico tributario; 

y mejorar la transparencia de los sistemas fiscales de estos países. Por otra parte, la 

cooperación internacional en materia tributaria resulta imprescindible para el intercambio de 

información fiscal y el combate del fraude y de la evasión fiscal. Asimismo, se señala la 

importancia de reforzar la participación de los países en desarrollo en las instituciones 

internacionales encargadas de cuestiones de gobernanza fiscal. 

 

                                                            
36 Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo y al Comité Económico y Social Europeo de 
21 de abril de 2010 «Fiscalidad y desarrollo: Cooperación con países en desarrollo para promover la buena 
gobernanza en asuntos fiscales» [COM(2010) 163 final – no publicada en el Diario Oficial]. 
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En esta dirección, la Comisión Europea le da prioridad al refuerzo de las asociaciones 

de cooperación regional con los países de África, Caribe y Pacífico (ACP) y con América 

Latina a través de diversos instrumentos de asistencia: desde los programas de ayuda 

presupuestaria y las herramientas para la gestión de las finanzas públicas, hasta el apoyo a las 

capacidades de los órganos de control, los parlamentos nacionales y los actores no 

gubernamentales de los países en desarrollo en materia de fiscalidad. Estos instrumentos se 

establecen en el marco de los programas existentes (el Fondo Europeo de Desarrollo [FED], 

el Instrumento de Cooperación al Desarrollo [ICD] o el Instrumento Europeo de Vecindad y 

Asociación [IEVA]). A su vez, la CE promueve la aplicación del Código de Conducta de la 

división del trabajo, la coordinación de los donantes que actúen en cada país socio, y la 

incorporación de los principios de buena gobernanza fiscal en la segunda revisión del 

Acuerdo de Cotonú. 

 

Sin embargo, en el último informe anual de 2013 sobre las políticas de la UE en 

materia de desarrollo y ayuda exterior y su aplicación en el año 2012 -COM (2013) 594 final de 

la Comisión al Parlamento y al Consejo Europeo- apenas se mencionan las actividades 

relacionadas directamente con este sector. Así, a pesar de que los sectores declarados 

prioritarios de cooperación bilateral de la UE con los países latinoamericanos han sido el buen 

gobierno, la lucha contra la corrupción, la educación, el cambio climático y la biodiversidad y 

el apoyo a la economía, sobresale que en materia de la fiscalidad sólo encontramos un país -El 

Salvador, con su Programa de Apoyo para la Recuperación de la Economía, programa PARE-

ES-, con un objetivo específico de incremento de la presión fiscal al 17% del PIB en 2014. A 

su vez, en el 2014 la Comisión tiene previsto centrar su ayuda bilateral en Nicaragua, El 

Salvador, Honduras, Guatemala, Bolivia, Paraguay y Cuba en las áreas de interés mutuo: la 

educación superior, las redes empresariales, la energía verde, la política social, la migración, 

la seguridad y el desarrollo. También anuncia nuevas prioridades para el ciclo de 

programación 2014-20 en desafíos cruciales para la región, como la seguridad (incluida la 

seguridad de los ciudadanos), el buen gobierno, el cambio climático, la seguridad energética, 

y la protección social. Por su parte, los sectores prioritarios para el área de Centroamérica 

seguirán siendo, previsiblemente, la seguridad y la integración económica regional.   
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En relación a todos estos problemas de gestión tributaria y de puesta en marcha de las 

necesarias reformas impositivas en los países seleccionados en Centroamérica (Guatemala, El 

Salvador, Honduras y Nicaragua) y en Sudamérica (Colombia, Paraguay, Ecuador y Bolivia), 

la AOD europea ha jugado un papel determinante de apoyo técnico y de fortalecimiento 

institucional a través del programa EUROsociaAL37. Articulado a través de un consorcio de 

instituciones europeas y latinoamericanas, lideradas por el Instituto de Estudios Fiscales de 

España para el sector de fiscalidad, con este programa se pretende apoyar a instituciones 

públicas latinoamericanas claves en este ámbito -políticas fiscales; administraciones fiscales; 

presupuesto y gasto público; financiación territorial; seguridad social y recursos humanos-. 

Para ello, en este sector sobre fiscalidad, EUROsociAL contó en la primera fase (2005-2009) 

con 8 millones de euros para 4 años, de los que el 80% se financiaban a partir de fondos de la 

UE y el 20% restante, por medio de recursos de la AECID, el Ministerio de Exteriores de 

Francia y el Ministerio de Exteriores de Alemania. Para EUROsociaAL, la gobernabilidad 

democrática y el desarrollo humano sostenible requieren que los gobiernos dispongan de los 

recursos suficientes para financiar las políticas de gasto que contribuyan al crecimiento 

económico y la cohesión social. La mayor parte de esos recursos propios deben de tener 

origen impositivo, de ahí que las reformas tributarias deban orientarse a aumentar su 

capacidad financiera, sin olvidar la mejora de la equidad.  

 

 

c. Contexto nacional: la política española de cooperación al desarrollo  

 

La Política Española de Cooperación Internacional y Desarrollo (en adelante PECID) 

se somete a las directrices y prioridades que emanan del CAD y de la política europea de 

cooperación en materia de cooperación al desarrollo, incorporando, en la mayoría de los 

casos, las advertencias del CAD. Para analizar por tanto, el contexto de la PECID en materia 

de financiación al desarrollo y fiscalidad, conviene analizar las políticas de ambos organismos 

y cómo son incorporadas en el sistema de ayuda español. Por un lado, de entre los cuatro 

                                                            
37 EUROsociAL es una Iniciativa de cooperación técnica de la Comisión Europea, en su segunda fase, para 
promover la cohesión social en América Latina a través del intercambio de experiencias entre administraciones 
públicas responsables de la educación, el empleo, la administración de justicia, la fiscalidad y la salud. La I fase 
fue de 2005 a 2009 y contó con un presupuesto de 36 millones de €, de los que el 80% financiaba la UE y el otro 
20% bilateralmente por Italia, Francia y España. Actualmente se ejecuta la II fase.  
http://www.eurosocialfiscal.org/index.php/secciones/presentacion/idmenu/1 
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sectores priorizados por el CAD38, encontramos que el marcador de Desarrollo Participativo, 

Buen Gobierno y Derechos Humanos ya estuvo incorporado en el III Plan Director 2009-2012 

de la PECID, no solo como una de sus prioridades sectoriales, sino también como prioridad 

horizontal a ser incorporada de manera transversal en todas las actuaciones de la cooperación 

española como elemento imprescindible en la construcción del desarrollo sostenible. 

 

De esta manera, el informe de seguimiento del PACI 2011 de la PECID39 refleja que 

el marcador para proyectos de gobernabilidad ascendió a 419 millones de euros en este año, 

es decir, un 13% del total de la AOD bilateral bruta española. De esta cantidad, el 60% fue 

destinado a América Latina (250 millones de euros), a la vez que dentro del sector de 

gobernabilidad, el de política de administración y gestión del sector público aglutina un 9,8% 

de la AOD desembolsada. Por otro lado, en 2011, la CE aprobó la Comunicación “Agenda 

para el Cambio (ApC)” (CE, 2011) que priorizaba el incremento del uso de instrumentos 

innovadores; acción coordinada de la Unión y de sus Estados miembros a través de estrategias 

de respuesta conjuntas que incluyeran una división del trabajo por sectores, así como marcos 

conjuntos de rendición de cuentas; y, por último, el refuerzo de la Coherencia de Políticas 

para el Desarrollo. En esta dirección, la PECID ratificó en 2012 estas directrices y las 

derivadas del documento de la “Perspectiva futura del Apoyo Presupuestario de la UE a 

terceros países40”. Entre los avances, destaca el nuevo «Contrato de Buena Gobernanza y 

Desarrollo (CBGD)» que refuerza la relación de responsabilidad mutua. De esta forma, a los 

tres criterios clásicos (marco macroeconómico estable, políticas y reformas nacionales-

sectoriales, buena gestión de la hacienda pública), se añade el de transparencia y supervisión 

del presupuesto, que se refiere a la disponibilidad pública de información presupuestaria, que 

puede implicar una evaluación del sistema estadístico y de la calidad de los datos 

presupuestarios.  

 

 

 

 

                                                            
38 Esto es, la equidad de género; la sostenibilidad ambiental (diversidad biológica, mitigación del cambio 
climático, desertificación y adaptación al cambio climático.); el desarrollo participativo; el buen gobierno y los 
derechos humanos;  y el comercio y desarrollo. 
39 http://www.exteriores.gob.es/Portal/es/SalaDePrensa/Multimedia/Publicaciones/Documents/Cooperacion/Segu
imiento/PACI/2011/Seguimiento%20PACI%202011%20Final%20Cap1-2.pdf  
40 CE: COM (2011) 638 final. 
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En este sentido, la cooperación española recoge estos cambios en su planificación, al 

mismo tiempo que incrementa las posibilidades de participar en operaciones de cooperación 

delegada41 con los Estados miembros que, fundamentalmente operen en América Latina, y 

donde actualmente la UE esté de retirada de estos países. Cabe resaltar que la cooperación 

española no comparte las prioridades geográficas europeas, siendo su mirada hacia la región y 

los PRM, casi exclusiva dentro de la UE.  

 

Durante 2011 la AOD española destinó 496 millones de euros a la región de América 

Latina. De esa cantidad, 202 se destinaron al sector de gobernanza y sociedad civil, única 

fuente de ingresos externa (a través del a AOD española) destinada a complementar la 

financiación ordinaria tributaria de su gasto público (básicamente a través del instrumento del 

apoyo presupuestario (ahora contrato), general y/o sectorial), con un porcentaje de presión 

fiscal relativamente bajo (en promedio en torno al 15% del PIB). En este sentido, a pesar de 

que cuantitativamente la AOD supone un porcentaje bajo como recurso financiero (en torno 

del 4% al 2%), resulta determinante a la hora de apalancar otros recursos e intereses: 

promueve la internacionalización de empresas propias que generan inversión extranjera 

directa en busca de nuevos mercados, aumenta la eficiencia productiva a través de 

reducciones de costes y del intento de explotación de ciertos activos estratégicos, y propicia 

compartir otras agendas entre país donante y país receptor (seguridad, representatividad 

internacional, comercio, etc.). 

 

Más allá de todas las posibles sinergias, la AOD, con una tendencia a la baja que no 

parece cambiar en el corto plazo, podría concentrarse en la financiación de los sectores 

públicos con fórmulas mixtas que integren a todos los actores financiadores, especialmente 

los provenientes del sector privado, al mismo tiempo que se procure garantizar una respuesta 

homogénea a la insuficiente cobertura de los servicios básicos. En esta línea, el Plan Anual de 

Cooperación Internacional (PACI) de 2012 señala la prioridad en la asignación de recursos de 

AOD del MAEC sobre América Latina (con especial incidencia en las subregiones andina, 

centroamericana y caribeña) y en el sector de la gobernabilidad.  

 

 

                                                            
41 A este respecto, la AECID recibió en 2011 la certificación de la Comisión. 
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Sin embargo, en el último informe de cooperación multilateral de 2012 42 , la 

contribución de la cooperación española a la modalidad de cooperación multilateral que 

ascendió a 147.701.38043 centra básicamente sus contribuciones en el sector de crecimiento 

económico para la reducción de la pobreza. De una inversión de 53.152.445 euros (36% del 

total de las contribuciones multilaterales), prácticamente su totalidad (50 millones de euros) 

se destinó a la cooperación reembolsable de la Corporación Andina del Fomento (CAF), y se 

destinó solo una aportación de 75.000 euros al programa de política fiscal para el crecimiento 

económico y la cohesión social de la Comisión Económica para América Latina y Caribe 

(CEPAL). Igualmente, en dicho informe no se ha podido verificar ningún apoyo directo a la 

fiscalidad en el ámbito de Gobernabilidad Democrática y los Derechos Humanos (DDHH). 

España ha continuado apoyando a la CE, que ha seguido una línea continuista tanto en 

relación a los subsectores apoyados como en relación a los organismos multilaterales. Este 

sector ha recibido un total de 8.544.475 de euros, (6% del total de las contribuciones 

multilaterales) y los principales socios de la cooperación española han sido el Sistema de 

integración Centroamericano (SICA), la Organización de Estados Americanos (OEA), la 

Secretaría General Iberoamericana (SEGIB) y el  Alto Comisionado de las NNUU para los 

Derechos Humanos (ACNUDH). Sin embargo, ninguna de estas ayudas se ha destinado a 

apoyar directamente el desarrollo de la política fiscal y tributaria de los países de la región. 

 

La Estrategia para el “Crecimiento Económico y Promoción del Tejido Empresarial” 

de la PECID recoge en el 2011, al igual que en el III Plan Director (2009-2012), las 

prioridades del “crecimiento económico para la reducción de la pobreza”, con la noción 

multidimensional de la pobreza que justifica “la relevancia del crecimiento económico 

sustentado en la actividad empresarial del sector privado, en el acceso a un empleo y a una 

renta dignos, y en las políticas redistributivas como una de las vías más rápidas para romper 

con las `trampas de la pobreza´ e incidir en las múltiples privaciones características de la 

pobreza”. También alude este documento a la estrategia de mejora de la gobernabilidad, 

centrada en la promoción de la calidad de la democracia y el respeto de los derechos 

fundamentales desde una participación real y efectiva de la ciudadanía, el ejercicio de los 

                                                            
42 Elaborado por la AECID en junio de 2013. 
43 Datos obtenidos en base a la ejecución presupuestaria del año 2012 de la AECID incluyendo la gestión del 
FRONPRODE del MAEC. De estos 147 millones, más de 91 se canalizaron mediante el FRONPRODE, 50 de 
ellos a través de la modalidad de cooperación reembolsable y 41 a través de donación. El resto de las 
contribuciones -56 millones- se canalizaron a través del presupuesto de la AECID. 
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derechos humanos y las capacidades para promover desarrollo. Específicamente, se pretende 

fortalecer las administraciones públicas para que mejoren la cohesión social en los países 

socios receptores de la ayuda. En América Latina, el principal problema que amenaza a la 

región, aunque con distinta intensidad, es la profundización de las brechas sociales, la 

creciente desigualdad y la inseguridad ciudadana. En este contexto, se señala como línea 

prioritaria el fortalecimiento de la administración pública para la cohesión social, y así se 

pretende desarrollar en cada documento de la estrategia país elaborados por la PECID.  

 

Por último, no podemos completar el contexto de la PECID sin atender a la agenda de 

desarrollo del G-20. España sigue liderando en este grupo, junto con Sudáfrica, el pilar de 

movilización de recursos domésticos en el que se impulsan esfuerzos tanto en la línea de 

fortalecimiento de las administraciones tributarias nacionales, como en la de creación de un 

entorno internacional favorable a la movilización de recursos domésticos. Es prioritario para 

nuestro país impulsar en este foro una agenda global de financiación del desarrollo que haga 

más esfuerzos en la lucha contra la evasión de capitales de los países en desarrollo y, desde la 

corresponsabilidad, contra los paraísos fiscales. Durante el segundo semestre de 2011, España 

presidió el Grupo Piloto de Financiación Innovadora para el Desarrollo. A lo largo del 

semestre se realizaron varios eventos de presentación de los mecanismos de financiación 

innovadora. El objetivo de los mismos era el impulso político del debate sobre estos 

mecanismos, centrándose la posición española en los siguientes puntos: la tasa sobre 

transacciones financieras (trabajo ligado al ECOFIN, al G20 y al FMI); la movilización de 

recursos domésticos (trabajo ligado al G20) y la convergencia de la agenda de eficacia de la 

ayuda con la agenda de financiación innovadora (trabajo ligado a Busán WP-EFF). 

 

 En este contexto la PECID está ejecutando su IV Plan Director (PD) 2013-1644, PD 

que a pesar de estar altamente condicionado por la reducción de recursos destinados a la AOD 

española, plantea mantener las directrices y prioridades planteadas. En este sentido, cabría 

esperar que las iniciativas incorporen la estrategia de reducción de la dependencia económica 

de la región a la par que se apoyan iniciativas de política fiscal para mejorar la gestión 

pública, algo que encontramos puntualmente en el II Programa EUROsociAL (2011), pero no 

en otras iniciativas exclusivamente de la AOD española. 

                                                            
44 Aprobado en el Consejo de Ministros de 21 de Diciembre de 2012. 
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IV ANALISIS DE SITUACIÓN EN CENTROAMÉRICA Y SUDAMÉRICA 

 

Los ocho países seleccionados para esta investigación pertenecen a ambas regiones y 

se han seleccionado para su estudio, por ser países prioritarios en la PECID.  

 

A continuación veremos el grado de avance de estos, respecto a la Agenda de los 

ODM. Una Agenda que si bien ha resultado ser limitada en muchos aspectos por carecer de 

robustez, es la única que viene legitimada por un amplio consenso internacional. Y, a 

continuación, se incorporarán las conclusiones derivadas de los dos análisis que sobre la 

situación de fiscalidad se han realizado tanto en la región centroamericana como en la región 

andina y Sudamérica, en estudios precedentes, y que a su vez forman parte del  proyecto más 

amplio.  

 

a. La agenda internacional del desarrollo: los Objetivos de Desarrollo del Milenio 

(ODM)  

 

La histórica “Cumbre del Milenio” de Naciones Unidas de septiembre de 2000, reunió 

189 Jefes de Estado y de gobierno que se comprometieron a alcanzar para el 2015 ocho 

objetivos globales de desarrollo, denominados “Objetivos de Desarrollo del Milenio” (ODM), 

con 18 metas específicas para su seguimiento (ver Tabla 2.1 en Anexo 2). La definición de los 

ODM supone un punto de inflexión en el sistema de cooperación internacional al desarrollo 

tras haberse alcanzado un consenso global respecto a las prioridades y metas para el 

desarrollo. Así, los ODM se convirtieron en la actual agenda de desarrollo internacional, y 

son la ineludible referencia para prácticamente la totalidad de actores de la cooperación 

internacional al desarrollo, lo cual en principio debería aumentar la eficacia de la ayuda a 

través de la concentración de los recursos -escasos- de la AOD en las metas fijadas -por 

consenso- de desarrollo. La magnitud del reto fijado en la “Cumbre del Milenio”, evidenció la 

necesidad de incrementar los recursos destinados a financiar el desarrollo, cristalizando, para 

ello y como ya hemos visto el “Consenso de Monterrey” para determinar los instrumentos, o 

canales de financiación a ser promovidos para coadyuvar la consecución de los ODM. La 

actual crisis financiera y el recorte de la AOD en muchos países amenazan el cumplimiento 

de esta Agenda en varias metas de los ODM, al mismo tiempo que se remarcan aspectos 

como la necesidad de incrementar la eficacia de la ayuda y la eficiencia en la gestión de la 
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cooperación internacional, cara a la nueva agenda del desarrollo post2015 (actualmente en 

proceso de definición en NNUU) para los agentes de la cooperación internacional al 

desarrollo. 

 

Después de diez años transcurridos, los principales avances en las metas de los ODM 

se han producido en la reducción de la pobreza, la disminución de la desigualdad de género en 

educación primaria (especialmente en los países del África subsahariana), y la mejora del 

acceso a agua segura. Por su parte, los sectores de ayuda que reflejan un progreso más lento y 

que, por ello, actualmente se vislumbran como retos más acuciantes de los ODM para buena 

parte de los países en desarrollo son: el combate al hambre, la reducción de la tasa de 

mortalidad infantil y materna, la finalización de los estudios de educación primaria, la mejora 

de las condiciones de vida de los habitantes de tugurios, y reducir la pérdida de bosques 

(Naciones Unidas, 2010; ODI, 2010).(ver cuadro 2.1 en anexo 2) 

 

En América Latina y el Caribe (ALC) el seguimiento de la Agenda de los ODM, 

refleja en el año 2011 el mejor comportamiento relativo de todas las regiones del mundo en 

desarrollo respecto al avance y consecución de las metas de los ODM, ya que es la única 

región en la que no hay estancamiento o deterioro en ninguna de ellas. En concreto, ya se 

alcanzaron -o está prevista su consecución- las siguientes metas de ODM en ALC: la 

reducción del hambre a la mitad; la equidad en la matriculación de niños en la escuela 

primaria; la proporción de mujeres con empleo remunerado no agrícola; la reducción en dos 

tercios de la tasa de mortalidad en niños menores de cinco años; el freno o reversión de la 

propagación de la tuberculosis; la reducción a la mitad de la proporción de la población sin 

fuentes mejoradas de agua potable; y la alta tasa de usuarios de internet. Por otro lado, los 

ámbitos donde ALC refleja un progreso insuficiente para alcanzar las metas propuestas, si 

continúan las tendencias existentes, son: la reducción de la pobreza extrema a la mitad, la 

promoción de empleos productivos y del trabajo decente; el avance en la enseñanza primaria 

universal; la ampliación de la moderada representación femenina en los parlamentos 

nacionales; la reducción en tres cuartas partes de la mortalidad materna; el progreso en la 

atención de la salud reproductiva; el avance en la prevención y detención de la propagación 

del SIDA; la reducción de la deforestación; el incremento del ratio de población cubierta por 

servicios de saneamiento; y la mejora de las condiciones de vida de los habitantes de tugurios.  
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Específicamente, la evolución del comportamiento de los ocho países de estudio de las 

regiones centroamericana y sudamericana en el grado de su progreso en la consecución de las 

metas de los ODM se recoge de forma sintética en la Tabla IV, que permite detectar áreas 

prioritarias de actuación (ámbitos remarcados con fondo amarillo) en el diseño de las políticas 

sociales de estos países para promover el desarrollo (de acuerdo con los ODM) a través de la 

definición y ejecución de sus Planes Nacionales de Desarrollo45. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                            
45 Para analizar el detalle del comportamiento de los ocho países de estudio en su progreso respeto a los distintos 
indicadores de las metas ODM, véase el Anexo 5. “Evolución de los indicadores de resultados de los ODM en 
los países de estudio de la Región Andina y Centroamérica”. 
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Tabla I: Progreso por ODM en El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, 

Colombia, Ecuador, Bolivia y Paraguay 

Situación actual ODM según informes gubernamentales nacionales 
 

El Salvador Guatemala Honduras Nicaragua Colombia Ecuador Bolivia Paraguay

ODM1: 
Erradicar la 
pobreza 
extrema y el 
hambre 

     
 

 
 

 
 

 
 

ODM2: Lograr 
la educación 
primaria 
universal 

     
 

   

ODM3: 
Promover la 
igualdad de 
género. 

     
 

   

ODM4: 
Reducir la 
mortalidad 
infantil 

     
 

   

ODM5: 
Mejorar la 
salud materna 

     
 

   

ODM6: 
Combatir el 
sida, paludismo 
y enfermedades 

     
 

   

ODM7: 
Garantizar la 
sostenibilidad 
ambiental 

     
 

   

ODM8: 
Fomentar una 
asociación 
mundial para el 
desarrollo 

     
 

   

 

 
Logrado 

 
Casi logrado, en vías de hacerlo 

 Posible lograrlo, si se hacen 
algunos cambios 

 Fuera de consecución 

 Información insuficiente   

Fuente: Elaboración propia. MDG Monitor - Tracking the Millennium Development Goals 
(http://www.mdgmonitor.org/index.cfm) 

 

En relación a los países de estudio centroamericanos se observa (para los ODM en los 

que hay suficiente información) una situación heterogénea según las particularidades y 

situación de partida de cada país. Así, el caso de Nicaragua muestra tener cumplido el ODM3 

de igualdad de género y autonomía de la mujer, y parcialmente logrado el ODM2 de logro de 

educación primaria universal; a la vez que refleja fuera de consecución el ODM5 de mejora 

http://www.mdgmonitor.org/index.cfm�
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de la salud materna, y con posibilidad de lograr el ODM4 de reducción de la mortalidad 

infantil. Una buena combinación de políticas públicas nicaragüenses podrían focalizarse en 

programas sociales de mejora de la salud materna y de combate a la mortalidad infantil, y en 

refuerzo de los programas de educación primaria. Por su parte, El Salvador registra casi 

logrado el ODM3 de igualdad de género y autonomía de la mujer, y con posibilidad de lograr 

los objetivos ODM2, ODM4 y ODM5, si realiza cambios adecuados para ello. Las políticas 

sociales de El Salvador deberían centrarse en focalizar esfuerzos en sus políticas de educación 

primaria y programas sanitarios de combate a la mortalidad infantil y de mejora de la salud 

matera, a la vez de reforzar sus programas de promoción de la igualdad de género.  

 

Guatemala no refleja en el 2011 ningún ODM logrado, ni casi conseguido, si bien hay 

tres de ellos -ODM1, ODM2 y ODM4- con posibilidad de ser lograrlos, si se realizan los 

cambios necesarios, a la vez que el ODM5 fuera de consecución para el 2015. Por ello, el 

gobierno guatemalteco podría centrar sus esfuerzos de política pública poniendo el foco en la 

mejora de la salud materna, a la par de continuar con el combate de la pobreza extrema y el 

hambre, con la extensión de la educación primaria, y con la reducción de la mortalidad 

infantil. Por último, el caso de Honduras muestra casi logrado el ODM4 de reducción de la 

mortalidad infantil y con posibilidad de conseguirlo en los ODM2, y ODM3. Así, las políticas 

públicas hondureñas podrían profundizar en sus programas de reducción de la mortalidad 

infantil, y renovar sus programas públicos de extensión de la educación primaria y de 

promoción de la igualdad de género. 

 

La región andina refleja una realidad diferenciado en el avance de los ODM en los 

países escogidos: por un lado, se observa un mejor comportamiento relativo en Colombia, 

seguido de Ecuador; y por el otro, con una significativa peor situación, está de forma especial 

Paraguay, seguido de Bolivia. Así, Colombia muestra conseguido el ODM2 de educación 

primaria universal, y casi logrados los ODM4 de reducción de la mortalidad infantil y ODM5 

de mejora de la salud materna; y con posibilidad de lograr los ODM1 de erradicación de la 

pobreza extrema y el hambre y ODM3 de promoción de la igualdad de género. Se recomienda 

que el gobierno colombiano profundice en sus políticas sanitarias de reducción de la 

mortalidad infantil y de mejora de la salud materna, y acentúe renovados esfuerzos en los 

programas de combate a la desigualdad de género y de lucha contra la pobreza extrema y el 

hambre. Por su parte, Ecuador refleja sólo un objetivo casi logrado -el ODM5 de mejora de la 
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salud materna-, y con posibilidad de conseguir el resto de objetivos para los que hay 

información: ODM1, ODM2, ODM3, ODM4 y ODM6. Por ello, es preciso que las políticas 

sociales de Ecuador continúen con sus programas de mejora de la salud materna y que 

profundicen con renovados esfuerzos en los ámbitos de combate a la pobreza extrema y 

hambre, de extensión de la educación primaria, de promoción de la igualdad de género, de 

reducción de la mortalidad infantil, y de combate del SIDA y tuberculosis.  

 

Paraguay es el país que peores resultados presenta en los ODM, con todos los 

objetivos fuera de consecución, excepto dos con posibilidad de ser logrados: el ODM2 de 

educación primaria universal y el ODM3 de avance en la igualdad de género y autonomía de 

la mujer. Ante esta situación, sería deseable que el gobierno paraguayo redoble esfuerzos, con 

el necesario apoyo de la AOD, en los frentes de combate a la pobreza, de promoción de la 

salud materna, reducción de la mortalidad infantil, y lucha contra el SIDA; así como de 

protección medioambiental para la conservación de sus bosques; a la vez que profundice en 

sus programas sociales de extensión de la educación primaria y de promoción de la igualdad 

de género. Para finalizar, Bolivia presenta un escenario un poco mejor que el paraguayo, 

aunque con  importantes retos, al tener tres ODM fuera de consecución -el ODM1 de combate 

a la pobreza extrema y el hambre, el ODM5 de mejora de la salud materna, y el ODM7 de 

garantía de la sostenibilidad medioambiental-, y cuatro objetivos con posibilidad de ser 

logrados: el ODM2, el ODM3, el ODM4 y el ODM6. Por ello, es deseable que en Bolivia la 

batería de políticas sociales también cubra todos los frentes de los ODM, con una especial 

intensidad y amplitud en la lucha contra la pobreza extrema y el hambre, en la mejora de la 

salud materna y en sus programas de reforestación; a la vez de que el gobierno continúe 

profundizando en sus programas de extensión de la educación primaria, de promoción de la 

igualdad de género, de reducción de la mortalidad infantil, y de combate contra el SIDA.  

  

 

b. El contexto económico y social  

 

El contexto económico y social de los países determina el potencial y alcance de las 

políticas fiscales, de sus posibles reformas y efectos futuros como instrumento de desarrollo. 

En este sentido, hay que caracterizar el entorno económico y social de los cuatro países 

andinos de estudio en lo que se ha denominado la “década de prosperidad” (desde 2002 al 
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2012) por el mantenimiento de significativas tasas de crecimiento económico y la progresiva 

reducción de la tasa de pobreza en buena parte de ellos.  

 

b.1. Contexto económico y social de Bolivia, Colombia, Ecuador y Paraguay (2002-2012) 

 

La crisis económica internacional ha tenido un impacto relativamente leve en los 

cuatro países sudamericanos de estudio, que registran en el periodo 2007-2012 unas tasas 

promedio de crecimiento de sus economías por encima del 3,5% interanual (tasa promedio de 

América Latina en este periodo) (Gráfico 2). Destaca el mayor crecimiento económico 

relativo de Bolivia (+4,8%) y Colombia (+4,5%); seguido de Paraguay (+4,0%) y de Ecuador 

(+3,6%); a la vez que estos dos últimos países son los que más se han visto afectados por la 

contracción de la demanda externa fruto de los efectos de la crisis, destacando el caso de la 

economía paraguaya con un comportamiento más volátil y dependiente de la evolución del 

entorno económico exterior (es el único país que muestra tasas negativas de variación en su 

PIB: con un -4,0% en el 2009 y un -1,2% en el 2012; así como una sobresaliente tasa de 

crecimiento del +13% en el 2010). 

 

Gráfico 8: Tasa de Crecimiento del PIB (%, a precios constantes) 
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La existencia de un significativo crecimiento económico en los cuatro países ha 

posibilitado que entre los años 2002-2012 haya una generalizada reducción de sus tasas de 

desempleo, mostrando una marcada tendencia decreciente similar a la pauta del promedio 

latinoamericano (Gráfico 3). No obstante, entre los cuatro países de estudio se observan unos 

niveles de desempleo diferenciados entre la realidad colombiana y la de los otros tres países 

(el desempleo en Colombia prácticamente duplica las tasas de los otros tres países): en 

promedio, la tasa de desempleo en Colombia es del 13,6%, frente al 8,7% de Paraguay, el 8% 

de Ecuador, el 7,3% de Bolivia (o el 8,5% de América Atina). El contexto de expansión 

económica ha permitido reducciones muy significativas del desempleo entre los años 2012 y 

1999, si bien de forma dispar en estos cuatro países: con una destacable mayor intensidad en 

Ecuador (-66,6%, y único país con una reducción superior al promedio latinoamericano de -

42,8%), seguido de Colombia (-41,7%), de Paraguay (-30,8%) y de Bolivia (-19,4%).  

 

A su vez, hay que resaltar que estas tasas oficiales de desempleo no recogen la 

realidad latinoamericana de existencia de elevadas tasas de informalidad laboral, lo cual 

distorsiona cualquier análisis de sus mercados laborales y limita la capacidad recaudatoria de 

sus sistemas impositivos. En el caso de los cuatro países de estudio, las tasas de informalidad 

en el sector no rural son alarmantemente altas (entre paréntesis, último año disponible, datos 

de la Organización Internacional del Trabajo, OIT): un 75,1% en Bolivia (2,1 millones de 

personas; 2006); un 70,7% en Paraguay (1,5 millones de personas; 2009), un 60,9% en 

Ecuador (2,7 millones de personas; 2009) y un 59,6% en Colombia (9,3 millones de personas; 

2010). Dentro del sector de la informalidad, en estos países existe un elevado porcentaje de 

personas empleadas (llamados “asalariados informales”46) que reflejan una extendida realidad 

de empleos de baja calidad y con escasa o nula protección laboral y social: el 52,2% en 

Colombia, el 52,1% en Bolivia, el 37,9% en Paraguay y el 37,3% en Ecuador (OIT, Junio 

2010). El alcance y realidad de la informalidad laboral en estos países requiere que su 

progresiva reducción sea una prioridad de sus políticas económicas, tanto para dotar de 

derechos sociales a millones de personas sin cobertura, como para incrementar 

sustancialmente el volumen de recaudación con sus sistemas fiscales.  

                                                            
46 Se considera que los asalariados tienen un empleo informal si su relación de trabajo, de derecho o de  hecho, 
no está sujeta a la legislación laboral nacional, al impuesto sobre la renta, a la protección social o a determinadas 
prestaciones sociales relacionadas con el empleo. En algunos casos, son empleos a los cuales el reglamento 
laboral no se aplica, no se hace cumplir, o no se hace respetar por otro motivo. (OIT, “Panorama Laboral 
Mundial 2012”). 
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Gráfico 9: Evolución de la tasa de desempleo (%) 
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En el Gráfico 4 se muestra la variación del IPC de 2001 a 2011, en donde sobresale la 

drástica disminución producida en Ecuador, que en el año 2000 registraba una tasa de IPC del 

91% y que en dos años logra una reducción a una tasa de un dígito gracias a la dolarización de 

su economía en el 2000. 

 

Gráfico 10: Evolución de la inflación interanual (%) 
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Dado que la política fiscal debe mejorar las condiciones sociales de la población y los 

niveles de equidad en la distribución de la renta, es necesario tener presente la evolución y 

situación actual de los niveles de desarrollo humano, de desigualdad y de incidencia de la 

pobreza de los cuatro países objeto de estudio. A continuación se hace un breve análisis de 

contextualización de las condiciones de pobreza, y equidad en los países analizados.  

 

Gráfico 11: Población que vive con menos de 1 o 2 dólares al día (%, en PPA) 
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La disminución de la pobreza en la región ha sido muy destacable, especialmente en 

los casos de Colombia y Ecuador. Bolivia, el país más pobre de la subregión suramericana 

consigue, en comparación con los demás países analizados, una menor disminución de la 

cantidad de personas que viven con menos de uno o  dos dólares al día (aunque no hay datos 

desde 2009). De cualquier forma, las tasas actuales son las más bajas observadas en los tres 

últimos decenios en toda la región. Este incremento de la renta entre los pobres se ha debido 

principalmente a un aumento de los ingresos laborales, en línea con lo que se había venido 

registrando en los últimos años. Asimismo, debe reconocerse el impacto del aumento en el 

gasto público, hasta mediados de la década de 2000, la evolución del gasto público social 

había sido altamente procíclica.   
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A partir de la segunda mitad de la década, la mayoría de países de la región han hecho 

esfuerzos sistemáticos por reforzar los programas sociales, en particular los orientados a la 

lucha contra la pobreza, marcando un punto de inflexión en el comportamiento del gasto 

social. Tal como señala la CEPAL 47, el aumento en el gasto tuvo lugar como políticas 

implementadas para hacer frente a diversos choques externos como: el aumento de los precios 

de los alimentos y combustibles en 2008, proceso de alza de los productos básicos de 

exportación que se había iniciado en 2003; la crisis financiera mundial, que tuvo sus mayores 

manifestaciones y consecuencias entre fines de 2008 y 2009, y la más reciente incertidumbre 

internacional y la desaceleración del crecimiento económico mundial.  Estos tres momentos 

influyeron en diversa medida en la política fiscal y la política social.  

 

Una reseña importante, siguiendo con el Informe de 2012 de CEPAL48 relativa a la 

estructura de la pobreza, es que, a pesar de que se espera que el empleo remunerado sea una 

de las principales vías para salir de la  pobreza, la mayoría de las personas pobres y 

vulnerables (de 15 años y más) ya se encuentran ocupadas. Los desocupados representan solo 

alrededor de un 8% entre los indigentes y un 6% entre los pobres no indigentes. Esto sugiere 

que de forma  persistente, debido a la heterogeneidad de la estructura productiva, el empleo 

remunerado no es garantía de superación de pobreza, más aún en el caso de las mujeres.  

 

Desde el punto de vista del desarrollo humano y tomando como referencia el Índice de 

IDH del PNUD49, los cuatro países muestran una tendencia de creciente mejoría entre los 

años 2000-2012, si bien hay que destacar el mayor desarrollo humano relativo de Colombia y 

Ecuador (cuyos IDH se situaron al final del período en torno al 0,72), frente al IDH de 

Paraguay y Bolivia (que lo hicieron en torno al 0,67). En este periodo, destaca la mayor 

intensidad en el crecimiento del IDH de Ecuador que, partiendo de un nivel igual al de 

Colombia en el año 2000, supera a este país a partir del 2008 debido, en buena medida, al 

cambio de modelo de desarrollo y de profunda reforma estructural que vive el país. 

                                                            
47 CEPAL(2012)Panorama Social de América Latina 
48 Ibid. 
49 El Índice de Desarrollo Humano (IDH) del PNUD es un índice compuesto que mide el promedio de los 
avances en tres dimensiones básicas del desarrollo humano: una vida larga y saludable (medido por la esperanza 
de vida al nacer), el nivel de conocimientos (medido por los años promedio de escolaridad) y el nivel de vida 
digno (medido por el ingreso nacional per capita). Para conocer más detalles de cómo se calcula el IDH y resto 
de índices del PNUD, véase la nota técnica 3 del Informe de Desarrollo Humano,  disponible en:  
http://hdr.undp.org/en/media/HDR_2012_EN_TechNotes.pdf.   
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Gráfico 12: Evolución del Índice de Desarrollo Humano (IDH) 
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Tabla: Índice de desigualdad de género del PNUD50 

Año Bolivia Colombia Ecuador Paraguay 

2000 0,576 0,522 0,508 0,541 

2005 0,542 0,506 0,485 0,517 

2010 0,478 0,466 0,446 0,478 

2012 0,474 0,459 0,442 0,472 

 

Como es bien sabido, los problemas sociales de América Latina no se limitan a la 

magnitud de la población pobre e indigente, ni al subdesarrollo como tal, sino que se 

extienden y profundizan debido a la acuciante situación de desigualdad. Así, si se ajusta el 

IDH por la desigualdad de género existente en estos países en las tres dimensiones del IDH-

esperanza de vida, años promedio de escolaridad y renta per capita- todos ellos retroceden 

significativamente a un valor cercano al 0,45 que evidencia la magnitud de la desigualdad de 

género en estas tres dimensiones del desarrollo en la región andina. 

 

 

                                                            
50 Índice de de Desigualdad de Género del PNUD es un índice compuesto que mide la pérdida de logros en tres 
dimensiones del desarrollo humano: salud reproductiva, empoderamiento y mercado laboral, debido a la 
desigualdad existente entre hombres y mujeres. 
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b.2. Contexto económico y social de los países de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, 

Honduras, Nicaragua, Panamá y República Dominicana 

 

Los siete países que integran la región centroamericana, Panamá y República 

Dominicana ocupan una extensión total de  545.850 km2, suman una población de 53.060.555 

habitantes y generaban una producción aproximada de 545.000 millones de dólares en 2012.  

 

Tabla II. Datos básicos de los países de la región 

Países Extensión Población PIB 2012 (M. $) 

Costa Rica 51.100 4.562.459 45.107 

El Salvador 21.041 6.108.590 23.787 

Guatemala 107.159 14.373.472 50.377 

Honduras 112.090 8.448.465 18.985 

Nicaragua 130.370 5.788.531 10.529 

Panamá 75.420 3.559.408 36.654 

Rep. Dominicana 48.670 10.219.630 58.898 

Fuente: CEPAL (2013) 

 

Como se puede comprobar en la tabla I, no obstante, existen importantes diferencias 

entre los países contemplados. Así, por ejemplo, Nicaragua tiene una extensión más de seis 

veces mayor que El Salvador, el más pequeño de la región, mientras que las diferencias en 

población también son significativas: Dos países superan los 10 millones de habitantes, en 

tanto que otros tienen una población sensiblemente inferior51. Algo similar puede decirse de 

la producción. Aunque los modelos productivos son similares, existen importantes diferencias 

en términos de PIB per cápita. 

 

El gráfico I indica que tres países tienen indicadores de PIB per cápita, medidos en 

paridades de poder de compra, próximos o superiores a los 10.000 dólares, en tanto que los 

cuatro restantes se sitúan en una franja entre 7.500 y 4.500 dólares per cápita; entre ellos, 

destacan los dos países más pobres de la región, Honduras y Nicaragua. En el conjunto, llama 
                                                            
51 En relación con las divisiones administrativas de los países, en tres la unidad de referencia es la provincia 
(Costa Rica, 7; Panamá, 8; República Dominicana, 31). En los otros países, la unidad es el departamento (14 en 
El Salvador; 22 en Guatemala; 18 en Honduras y 15 en Nicaragua).  Respecto a la población al final de este 
apartado incluimos las pirámides poblacionales de todos los países. 
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la atención el nivel alcanzado por Panamá, por encima de Costa Rica, con un indicador de 

casi 16.000 dólares en el año 2012. 

 

Gráfico 13: PIB per cápita en PPP 

 
Fuente: The World Fact Book (2013) 

 

La información disponible sobre el modelo productivo indica que los países más 

desarrollados son los que se orientan más claramente a una especialización en el sector 

servicios de la economía, mientras que los de nivel inferior muestran un peso aún 

considerable de población ocupada en el sector primario. Es el caso, sobre todo, de Honduras 

y Guatemala. Así lo pone de manifiesto el Gráfico II, que recoge información sobre la 

población activa en los diversos sectores productivos.  
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Gráfico 14: Distribución sectorial de la población activa 

 
Fuente: The World Fact Book (2013) 

 

La información recogida en términos de PIB por sectores, confirma los resultados 

anteriores: Junto a una limitada relevancia de la producción en el sector industrial, los tres 

países que muestran un mayor nivel de PIB per cápita son también los que indican valores de 

producción del sector agrario más bajo, iguales o inferiores a 6 puntos del PIB total. Por el 

contrario, esos mismos países (República Dominicana, Costa Rica y Canadá) registran los 

valores más altos de producción en el sector servicios, en buena medida ligados a la 

expansión de las actividades turísticas. 

 

En relación con la evolución de la producción a lo largo de los últimos años, los 

gráficos III y IV separan en dos grupos a los países de la región, incluyendo un elemento de 

comparación con las medias de América Latina y Caribe, según los datos suministrados por 

CEPAL. 
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Gráfico 15. Tasas anuales de evolución del PIB (1) 

 
   Fuente: CEPAL (2013) 

 

El gráfico III recoge el efecto de la crisis financiera internacional que se manifiesta a 

partir del año 2008. En todos los países se aprecia la caída de la tasa de crecimiento, aunque 

de forma mucho más intensa en Costa Rica, cuya evolución se identifica entre 2008 y 2011 

con el comportamiento medio de América Latina y Caribe. Incluso en 2009, Costa Rica tuvo 

una tasa de evolución negativa del 1%, aunque limitada a ese único año. Como la inmensa 

mayoría de los países de la región, la recuperación, aún con oscilaciones,  se puede apreciar 

ya en 2012. Por otro lado, llama la atención el buen comportamiento que se observa en la 

República Dominicana, con una suave tendencia de disminución de las tasas de crecimiento 

en los dos últimos años, y, sobre todo, las tasas de crecimiento que experimenta Panamá, 

varios años con indicadores por encima del 10% de crecimiento. Sólo en 2009, siguiendo la 

tónica generalizada de recesión a causa de la crisis financiera, se detecta una pequeña 

disminución del ritmo de crecimiento en ese país; pero incluso en ese año, la economía creció 

a una tasa del 4%.  
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Gráfico 16: Tasas anuales de evolución del PIB (2) 

 
       Fuente: CEPAL (2013) 

 

Mucho más homogéneo es el comportamiento que se observa entre los países menos 

desarrollados de la región. Aunque los indicadores muestran tasas de crecimiento 

comprendidas entre el 4 y el 6% en 2007, la crisis se hace notar ya en 2008 y, con mayor 

intensidad en 2009, aunque también ahora, la recuperación de la actividad económica es la 

nota dominante a partir de 2010, siguiendo la pauta de comportamiento media de la región 

latinoamericana, y con claras señales de recuperación, aunque las tasas no han alcanzado aún 

los niveles previos a la crisis. 

 

La tabla II recoge otras informaciones económicas de interés, relativas a la inflación y 

a las relaciones de las economías de la región con otras áreas del mundo, además de dar 

cuenta sobre los niveles de reservas existentes en las instituciones financieras centrales de 

cada uno de los países. 
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Tabla IV: Algunos datos sobre Inflación y Balanza de Pagos (2012) 

Países Índice de precios 

(%) 

Balance C/C 

(Saldo en B. $.) 

Reservas 

(B. $) 

Costa Rica 4,50% -2.341 6.857 

El Salvador 1,80% -1.258 3.170 

Guatemala 3,80% -1.447 6.694 

Honduras 5,20% -1.744 2.533 

Nicaragua 7,20% -1.350 1.887 

Panamá 5,70% -3.267 3.303 

Rep. Dominicana 3,70% -4.24 3.579 

     Fuente: The World Fact Book (2013) y CEPAL (2013) 

 

No parece que exista un problema serio de inflación entre los países de la región, 

acaso exceptuando el caso de Nicaragua, cuyo indicador de precios al consumo indicaba un 

crecimiento del 7,20%, lo que pondría de manifiesto una situación general de estabilidad y de 

cierto nivel de competitividad de las economías. Las experiencias negativas de períodos 

anteriores parecen haber dado lugar a un panorama mucho más estable en términos de control 

de la inflación. 

 

Tampoco son muy negativos los datos de comercio exterior y nivel de reservas, lo que 

indicaría la existencia de un equilibrio razonable de las cuentas con el exterior, especialmente 

si tenemos en cuenta la entrada significativa de fondos e inversiones financieras en algunos de 

los países de la región, singularmente los de más elevado desarrollo relativo. En cuanto a las 

reservas internacionales, la información disponible es también razonablemente positiva, 

especialmente en los casos de Costa Rica y Guatemala.  

 

La tabla III y  el gráfico V ofrecen alguna información sobre la situación de los 

sectores públicos de los países objeto de estudio. Exceptuando los casos de República 

Dominicana y Honduras, con déficits públicos de 6,5 y 6% del PIB, los saldos fiscales de los 

países de la región presentan resultados negativos pero no muy elevados. Algo similar ocurre 

con los datos de deuda pública respecto al PIB; las cuantías no son altas y precisamente los 

países que en 2012 presentaban un saldo fiscal más deficitario muestran los indicadores de 

deuda pública más bajos exceptuando el caso de Guatemala. 
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Tabla V: Datos de los sectores públicos respecto al PIB (1) 

Países Saldo Fiscal Deuda Pública Ingresos 
Costa Rica -4,40 51,90 14,40 
El Salvador -3,40 59,40 19,40 
Guatemala -2,40 29,40 11,70 
Honduras -6,00 34,80 16,70 
Nicaragua -0,20 59,40 26,00 
Panamá -2,10 39,20 25,00 

Rep. Dominicana -6,50 42,00 13,90 
     Fuente: The World Fact Book (2013) 

 

La información obtenida sobre el volumen de impuestos y otros ingresos ofrece una 

importante diversidad. Los países con mayores niveles de ingresos (Nicaragua y Panamá), 

más que doblan al que tiene la cifra menor (Guatemala). A la vista de los datos, no se puede 

demostrar la existencia de una relación entre grado de desarrollo y presencia pública, medida 

a partir de los datos de presión fiscal. 

 

Gráfico 17: % Gasto en servicios públicos básicos respecto al PIB 

 
      Fuente: The World Fact Book (2013) 

 

Los indicadores de ingresos correspondientes a Guatemala, República Dominicana y 

Costa Rica, son muy bajos, lo que dificulta la financiación de servicios públicos básicos de 

bienestar, como los recogidos en el gráfico V a partir de recursos públicos. No obstante, la 

mayoría de los países de la región se hallan inmersos en procesos de reforma, tanto de sus 

sistemas de obtención de recursos (reformas fiscales), como de algunos programas de gasto 
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emblemáticos. Eso ha ocurrido, por ejemplo con las reformas tributarias llevadas a cabo en 

República Dominicana, Nicaragua, Panamá. O, en relación con la educación, con el pacto 

alcanzado entre los partidos de Dominicana para establecer un suelo mínimo del gasto 

educativo en el país, firmado antes del último proceso electoral. 

 

En relación con el contenido del gráfico V conviene recordar que no incluye solo 

gastos de naturaleza pública, lo que puede ayudar a entender los elevados indicadores de 

gasto sanitario en algunos países. Por otra parte, el gráfico muestra un peso aún modesto del 

gasto en educación52, a pesar de su indudable importancia para consolidar el desarrollo en la 

práctica totalidad de los países de la región, con la única excepción de Costa Rica. 

 

El último gráfico, incluye información actualizada sobre el Índice de Desarrollo 

Humano que elabora el PNUD. Los datos confirman que existe una cierta diferencia entre los 

países de la región, destacando respecto al resto Panamá y Costa Rica 

 

Gráfico 18: Índice de Desarrollo Humano entre los países de la región 

 
      Fuente: PNUD (2013) 

 

Respecto al IDH, todos los países experimentaron un crecimiento del índice entre 

1980 y los años actuales. En general, se observa también un cierto estancamiento de los 

índices cuando se producen las primeras repercusiones de la crisis económica reciente. Como 
                                                            
52 Las fuentes consultadas señalan la no disponibilidad de la información correspondiente a Honduras en relación 
con el gasto en educación. 
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el gráfico expresa, el comportamiento de los países puede diferenciarse en tres grupos: 

Panamá y Costa Rica formarían parte del primer grupo de países, con indicadores 

relativamente elevados en el concierto mundial. Panamá que ocupa el puesto 59 entre los 187 

países contemplados, tiene indicadores superiores a los tres elementos de comparación que 

suministra el PNUD: los indicadores de ALC, los medios del mundo y el denominado 

“Desarrollo humano alto”, prácticamente en todo el período analizado (1980-2012), ocupando 

el puesto 59 en el listado de países. El caso de Costa Rica es muy similar, aunque su indicador 

tiende a identificarse más con el indicador de desarrollo humano alto y su posición, la número 

60, inmediatamente después de Panamá. Aunque la República Dominicana podría situarse en 

el grupo anterior, tanto por razones de su ubicación entre los 187 países analizados (índice de 

0,702 y número 96), por la evolución de su índice a lo largo de los últimos treinta años, sitúan 

al país más cerca de El Salvador (0,680 y posición 107). Ambos países muestran un 

comportamiento a lo largo del tiempo por debajo del indicador de ALC y muy próximo a los 

valores medios de toda la muestra (Desarrollo humano medio y medias mundiales). 

 

Por último, los otros tres países, Honduras, Nicaragua y Guatemala, formarían el grupo 

con índices más bajos, ocupando respectivamente las posiciones 120, 129 y 133. Los dos 

primeros países tenían en los años ochenta indicadores solo por encima de indicador de 

desarrollo humano medio, aunque ya en los noventa también quedaron por debajo, como 

Guatemala, que muestra en todo el período un índice de desarrollo humano inferior a las 

medias de ALC y del mundo. 

 

b.3. Desigualdad de ingreso en los países de estudio 

 

El diagnóstico de la situación fiscal en los países seleccionados encierra grandes 

desafíos en las dos regiones y países analizados. No se trata tanto de focalizar los problemas 

en baja tributación de las regiones, sino el contextualizarlos en los elevados niveles de 

desigualdad en la distribución del ingreso -reflejados en el índice de Gini- y en las relevantes 

tasas de pobreza y niveles de desarrollo humano de los países estudiados. De hecho, estas dos 

regiones si bien han obtenido importantes logros en la lucha contra la pobreza53, no tienen el 

mismo éxito frente a la desigualdad. Así, el índice de Gini, medido a partir de encuestas 
                                                            
53 El índice de Gini de ingresos mide la desviación de la distribución de los ingresos (o del consumo) entre los 
individuos u hogares de un determinado país, con respecto a una distribución de perfecta igualdad. La perfecta 
igualdad corresponde a un valor de 0 y la perfecta desigualdad, a uno de 100 
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nacionales confirma una vez más la existencia de uno de los problemas más característicos de 

América Latina, la desigualdad. En la mayoría de los países se observa que un conjunto 

reducido de la población acumula una gran proporción de todos los ingresos generados, 

mientras que los más pobres sólo alcanzan a recibir una escasa porción. Así, el promedio de 

los 18 países de ALC de los que se cuenta con información relativamente reciente54 indica 

que el 10% más rico de la población recibe el 32% de los ingresos totales, mientras que el 

40% más pobre recibe el 15%.  

 

De entre los países elegidos en esta investigación, se observan niveles relativamente 

altos de concentración de la riqueza en Colombia, Guatemala, Honduras y el Paraguay, países 

en que esos porcentajes se acercan al 40% de los ingresos para los más ricos y entre el 11% y 

el 15% para los más pobres. En Bolivia la apropiación por parte de los más pobres resulta 

similar, pero es algo menor el porcentaje que le corresponde al decil superior. Por su parte, en  

Ecuador, El Salvador y Nicaragua se registran valores mayores en el extremo inferior de la 

distribución (un 16% o un 17%) y algo menores entre el 10% más rico (en torno al 30%).  

 

Esta persistencia de la desigualdad en el ingreso no desmerece la reducción que sin 

embargo, y desde inicios de la década de 2000, parece imponerse como tendencia. Si se 

comparan estos resultados con los registrados en el año 2002 se constatan mejoras 

distributivas en la mayoría de los países, destacando Bolivia y Nicaragua cuyas tasas anuales 

de reducción del Gini son superiores al 2%. Un proceso, que a su vez, no se vio 

particularmente afectado por la crisis económica que se inició en 2008. En 2011, la 

desigualdad disminuyó en forma moderada, aunque estadísticamente significativa, en 

Colombia y Ecuador, mientras que en los demás países, los resultados se mantienen. Los 

ingresos del trabajo remunerado constituyen la fuente más importante de ingresos de los 

hogares y representan en promedio las tres cuartas partes de estos. Asimismo, la mayor parte 

de la desigualdad del ingreso está determinada por la de la distribución de los ingresos 

laborales. A nivel regional, el promedio simple del índice de Gini de los ingresos laborales de 

los ocupados es similar al del ingreso per cápita, aunque las situaciones varían según el país. 

 

 

                                                            
54 Panorama Social de América Latina, CEPAL (2012). 
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Los niveles de desigualdad en la distribución de la renta en el año 2011, a nivel 

nacional, urbano, y rural de los cuatro países sudamericanos estudiados se recogen en la tabla 

5. Así, se observa que en la actualidad en los cuatro países existen, de manera generalizada, 

altos niveles de concentración del ingreso -medido por el índice de Gini, IG-, aunque hay 

diferencias significativas entre ellos, según el ámbito territorial de análisis. En primer lugar, 

hay dos grupos de países respecto a los niveles nacionales de desigualdad: Paraguay y 

Colombia, con un mayor grado de desigualdad (en torno al 0,54) respecto a sus países vecinos 

de Bolivia (0,50) y Ecuador (con un nivel significativamente menor de desigualdad del 0,46). 

Por su parte, al analizar la desigualdad en el ámbito urbano de estos países, se observa que los 

cuatro países reducen sus niveles del IG, si bien sobresale el mayor nivel de desigualdad 

relativo de Colombia (0,52) respecto a los otros tres países (entre el 0,43 de Ecuador, y el 0,48 

de Paraguay). En el ámbito rural, la desigualdad refleja un comportamiento asimétrico entre 

estos cuatro países. Los dos países con menor desarrollo humano -Paraguay y Bolivia- 

reflejan mayores niveles relativos en sus IG rurales, a la vez que son tasas superiores respecto 

a sus niveles urbanos (de forma más sobresaliente en Paraguay). Por su parte, tanto Colombia 

como Ecuador reflejan en el ámbito rural unos IG significativamente menores (en torno al 

0,46), si bien mientras que en Colombia la desigualdad en zonas rurales es llamativamente 

menor que en el ámbito urbano, en Ecuador el IG rural es levemente superior al urbano (Tabla 

5). 

 

Tabla VI: Distribución del ingreso 
Índice de concentración de Gini; 2011 

  Nacional Urbano Rural 

Bolivia* 0,508 0,450 0,524 

Colombia 0,545 0,522 0,456 

Ecuador 0,460 0,434 0,437 

Paraguay 0,546 0,487 0,596 

Fuente: CEPAL. (*): último dato disponible 2009 

 

Así, se observa que Paraguay y Colombia son países con una severa y estructural 

desigualdad en la distribución del ingreso (séptimo y octavo países más desiguales del 

mundo, con IG similares a países como Haití, Angola y Sudáfrica). Dado que la fiscalidad es 

uno de los elementos por excelencia para la redistribución de los recursos, el sistema 
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impositivo debería y las políticas sociales deberían enfocarse en un tratamiento diferenciado 

respecto a las decilas de menor renta. A pesar de la falta crónica de recursos impositivos, el 

Estado puede aprovechar buena parte de su aumento de ingresos públicos procedentes por 

explotación de recursos naturales a este objetivo.  

 

Tabla VII: Índice de desarrollo humano ajustados por desigualdad 

 Bolivia Colombia Ecuador Paraguay 
IDH (2012) 0,675 0,719 0,724 0,669 
IDH ajustado por la 
desigualdad (IDH-D)  0,444 0,519 0,537 n/d 

Fuente: PNUD 
 

En cuanto a la desigualdad en la distribución de la riqueza y del bienestar se aplica el 

Índice de Desarrollo Humano ajustado por Desigualdad (IDH-D)55. En este caso, la caída en 

el desarrollo de los cuatro países es muy notoria, especialmente para Bolivia y Colombia 

(Tabla 6). Esto sugiere que aunque las políticas focalizadas han conseguido paliar la pobreza 

no se han producido cambios radicales en la estructura socioeconómica de la población. 

Asimismo, en la mayoría de los países se observa que un conjunto reducido de la población 

acumula una gran proporción de todos los ingresos generados, mientras que los más pobres 

sólo alcanzan a recibir una escasa porción. Estos niveles de concentración son relativamente 

altos en Colombia, y Paraguay en los que esos porcentajes se acercan al 40% de los ingresos 

para el décimo decil de los más ricos, y entre el 11% y el 15% para el primer decil de los más 

pobres. En Bolivia la apropiación por parte de los más pobres resulta similar, pero es algo 

menor el porcentaje que le corresponde al decil superior. Por su parte, en Ecuador, se 

registran valores mayores en el extremo inferior de la distribución (primer decil con un 17% 

de la renta total) y algo menores en el 10% de población más rico (en torno al 30% de la renta 

total) (CEPAL).  

 

                                                            
55 El IDH ajustado por la Desigualdad (IDH-D) es valor del Índice de Desarrollo Humano (IDH) ajustado por las 
desigualdades en las tres dimensiones básicas del desarrollo humano. Así, se produce una pérdida en el 
desarrollo humano potencial debido a la desigualdad, calculada como la diferencia porcentual entre el IDH y el 
IDH-D; a través del cálculo del índice de esperanza de vida del IDH ajustado por la desigualdad (como índice de 
esperanza de vida al nacer del IDH ajustado por la desigualdad en la distribución de la esperanza de vida basado 
en los datos de mortalidad), del índice de educación del IDH ajustado por la desigualdad en la distribución de 
años de escolaridad, y del índice de ingresos del IDH ajustado por la desigualdad en la distribución de ingresos. 
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Por su parte, al analizar los niveles de desigualada en los países de estudio 

centroamericanos, se observa que solo Nicaragua muestra un índice de Gini más moderado 

(0,405), aunque también es la encuesta nacional con datos más reciente en el tiempo. En todo 

caso, los Gini de estos países centroamericanos son elevados, muy superiores a los 

indicadores europeos, como también ocurre con los datos de pobreza. 

 

Gráfico 19: Indicadores de desigualdad y pobreza en Centroamérica 

 
             Fuente: The World Fact Book (2013) y Banco Mundial (2013) 

 

La medida de pobreza incluida en el gráfico VI es la tasa de incidencia de pobreza 

nacional elaborada por el Banco Mundial y que recoge la proporción de la población que se 

encuentra por debajo de la línea de pobreza marcada en cada país (pobreza absoluta). Los 

indicadores de pobreza extrema (1,25 dólares o 2 dólares al día), solo afectan a porcentajes 

pequeños de población, aunque en el caso de Honduras, el Banco Mundial señala que casi el 

15% de la población se encontraba en 2011 en situación de pobreza extrema (menos de 2 

dólares al día). 

 

Debe llamarse la atención sobre la diferencia entre los indicadores de desigualdad y de 

pobreza. En este último caso, aún con porcentajes significativos, algunos países, 

especialmente los de mayor nivel de desarrollo (Costa Rica y Panamá), registran indicadores 

sensiblemente menores que el resto. Y, sin embargo, los índices de desigualdad son elevados 

en esos países. En otros términos, podría argumentarse que la lucha contra la pobreza, que ha 
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obtenido importantes logros en la región a lo largo de los últimos años, no ha implicado una 

mejora sustancial en términos de desigualdad que, como se señalaba anteriormente, sigue 

constituyendo un importante “hándicap” entre los países centroamericanos. 

A modo de síntesis, hay que señalar que los niveles de desigualdad en los ocho países 

de estudio siguen estando entre los más altos del mundo, situación en que concurre, de 

manera sugerente, una percepción ciudadana de alta desigualdad. Esta percepción aumenta la 

desconfianza en las instituciones políticas del Estado (poder legislativo, poder judicial y 

partidos políticos) y las apreciaciones de injusticia. Este malestar ciudadano con el modo en 

que funcionan las  instituciones aludidas y se distribuyen los bienes económicos, sociales y 

políticos es un elemento que debe tenerse en cuenta en las estrategias que aboguen por un 

pacto social hacia una mayor igualdad56. 

 

 

V. FISCALIDAD Y DESARROLLO 

 

La fiscalidad es un elemento fundamental en toda estrategia de desarrollo al ser un 

instrumento de movilización de recursos financieros nacionales en los países en desarrollo. 

Así, con una adecuada fiscalidad se puede avanzar hacia la consecución de una sostenida 

financiación de sus procesos de desarrollo económico y social, con una reducción de la 

dependencia financiera externa, a la vez que se posibilita, con la adecuada combinación de 

tributos, una redistribución de la renta y la riqueza que derive en mejoras en sus niveles de 

equidad. Ello es especialmente relevante en los países latinoamericanos, caracterizados, de 

forma generalizada, con unas economías muy dependientes del entorno exterior para la 

entrada de flujos de capital -tanto por la venta de sus exportaciones de materias primas y 

productos básicos, como por la atracción de inversión extranjera directa-, a la vez que la 

región muestra niveles de desigualdad en la distribución de la renta de los más altos del 

mundo (medidos por el Índice de Gini) (Figura 1). 

 

                                                            
56 CEPAL (2012) Op. Cit. 
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En este sentido, el sostenido crecimiento económico experimentado en la última 

década por la mayoría de los países latinoamericanos genera una oportunidad histórica para 

que sus países de renta media (PRM) impulsen de forma realista un nuevo modelo de 

desarrollo económico y social que pivote en una nueva fiscalidad, que pueda generar 

adicionales recursos de financiación de sus procesos de desarrollo, promover una mayor 

eficacia redistributiva del sistema fiscal, y posibilitar la financiación sostenida y autónoma de 

un incremento del gasto público social que adecuadamente focalizado permita ampliar el 

acceso a una infraestructura económica y social básica -y a unos servicios sociales inclusivos- 

a las capas sociales más empobrecidas y desfavorecidas.  

 

Como ya hemos visto, la “Conferencia de Monterrey” 57  del 2002 al analizar los 

medios de financiación para el desarrollo necesarios para el cumplimiento de los Objetivos de 

Desarrollo del Milenio58 (ODM, fijados por NNUU dos años antes), remarcó la importancia 

de que los países en desarrollo tengan sostenidas tasas de crecimiento económico y que 
                                                            
57 Naciones Unidas (2002): Informe de la Conferencia Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo 
Monterrey (México), 18 a 22 de marzo de 2002. (A/CONF.198/11). 
58 Naciones Unidas (2000): “Declaración del Milenio”; Resolución aprobada por la Asamblea General el 13 
septiembre de 2000, en su quincuagésimo quinto período de sesiones (A/RES/55/2). 

Figura 1: 
Nueva   fiscalidad en PRM: hacia un nuevo modelo 

de desarrollo latinoamericano
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promuevan la movilización de sus recursos financieros nacionales (en buena medida, a través 

de la fiscalidad), a la par que demandó una mayor movilización de recursos internacionales 

privados (inversión extranjera directa), un aumento de la cooperación financiera y técnica 

(AOD) hacia estos países, un incremento de sus  ingresos por exportaciones en el comercio 

internacional, y la condonación parcial o total de su deuda externa, y/o renegociación de sus 

condiciones, para aminorar la salida de capitales. 

 

La evolución de los principales componentes de flujos financieros internacionales 

hacia los países en desarrollo muestra una alta volatilidad en buena parte de las fuentes de 

financiación en el período 1995-2011 (Gráfico 1). Junto a la variabilidad reflejada en este 

periodo en el total de flujos financieros netos para el desarrollo -en buena medida, como 

consecuencia la profundidad y efectos de la crisis financiera internacional iniciada a mediados del 

2007-, hay que destacar que en la década del 2000 se observa la consolidación de una nueva 

tendencia positiva en estos flujos, gracias al crecimiento tanto de los flujos internacionales de 

ayuda oficial al desarrollo (AOD) tras la definición de los ODM en el 2000 (si bien, a partir 

del año 2011 empiezan a decrecer como consecuencia de los intensos ajustes de reducción del 

gasto público en la mayoría de los países donantes59), como de la entrada de inversión extranjera 

directa (IED) en los países en desarrollo. No obstante, a pesar del crecimiento registrado en 

los flujos internacionales de financiación hacia los países en desarrollo durante la década del 

2000, hay que subrayar que en la actualidad todavía existe un notable déficit de financiación 

para el desarrollo si se quiere avanzar en la consecución en el cumplimiento de los ODM y en 

el cierre de la brecha de desarrollo en el mundo, déficit que acentúa desde el 2010 con la 

caída registrada de flujos financieros totales hacia el mundo en desarrollo como consecuencia 

de la crisis económica y financiera. 

 

                                                            
59 Así, cabe destacar que el total de AOD neta en 2012 retrocede a un nivel similar al año 2008, con 128.469 
mill. $. 
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Gráfico 20: Flujos de financiación del desarrollo (1995- 2011) CAD 
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Fue la “Conferencia de Doha de seguimiento sobre la financiación para el 

desarrollo” 60  la que en el 2008 puso la voz de alarma sobre la creciente necesidad de 

incrementar la movilización de recursos para logar una suficiente financiación para el 

desarrollo para lograr los ODM en los países en desarrollo. Esta nueva conferencia reafirmó 

los objetivos y compromisos del anterior Consenso de Monterey y demandó los siguientes 

elementos fundamentales para incrementar la financiación para el desarrollo en los países en 

desarrollo: que se logre un crecimiento económico sostenido e inclusivo en sus economías; 

que sus gobiernos promuevan -con apropiados marcos reguladores- un entorno propicio para 

la estabilidad, con aumento de las inversiones productivas y la atracción de inversión 

extranjera; que se fomente un sector empresarial dinámico y eficiente; que se realice la 

reforma fiscal que posibilite un aumento de los ingresos fiscales a la vez que se combata la 

fuga de capitales; que se amplíe la provisión de servicios sociales y de protección a capas 

sociales más desfavorecidas y excluidas, que favorezca el combate a la pobreza y la paulatina 

reducción de la desigualdad; y que se promueva una buena y transparente gobernanza  

 
                                                            
60 Naciones Unidas (2008): Informe de la Conferencia internacional de seguimiento sobre la financiación para el 
desarrollo encargada de examinar la aplicación del Consenso de Monterrey. Doha (Qatar), 29 de noviembre a 2 
de diciembre de 2008. (A/CONF.212/7). 
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De las recomendaciones de Doha sobre la financiación para el desarrollo en los países 

en vías en desarrollo, se puede extraer un ideario de objetivos respecto al papel del sector 

público en su gestión de las políticas fiscales y de gasto público en los procesos de desarrollo 

económico y social. Estas recomendaciones ceñidas a la realidad actual y necesidades de los 

países de renta media latinoamericanos, permiten vislumbrar algunos de los elementos básicos 

que de manera generalizada se pueden demandar al papel del sector público en sus procesos 

de desarrollo: que promueva un crecimiento económico sostenible e inclusivo; que genere un 

marco regulador propicio para la estabilidad y para el aumento de las inversiones productivas 

(especialmente, en infraestructuras); que realice una reforma fiscal que incremente 

suficientemente los ingresos públicos e introduzca una mayor progresividad; que aumente el 

gasto público social para que continúe la reducción de la tasa de pobreza y permita logar 

mejoras en equidad; que incremente los niveles de cohesión social; y que aumente de forma 

significativa la eficiencia y eficacia de su gestión pública. De esta manera, el sector público se 

erige en los países latinoamericanos como agente activo del proceso de desarrollo, garante de 

la estabilidad socioeconómica, promotor del crecimiento económico, de la redistribución 

equitativa de la renta, del combate de la pobreza y de promoción de la cohesión social. Para 

todo ello, el sector público ha de contar con suficientes recursos financieros que posibilite el 

desarrollo de sus planes nacionales de desarrollo (PND).  

 

La volatilidad de las fuentes internacionales de financiación en los países 

latinoamericanos, el déficit existente de recursos financieros para que desarrollen plenamente 

sus planes nacionales de desarrollo y avancen hacia la consecución de los ODM (actuales, y 

de la próxima nueva agenda de desarrollo ODM post-201561), y la acuciante necesidad de que 

reduzcan sus niveles de desigualdad en la distribución de la renta, hace que el reclamo de una 

nueva fiscalidad en los PRM latinoamericanos adquiera el peso que le corresponde para que 

puedan avanzar adecuadamente en sus procesos de desarrollo económico y social.  

 

Así, la fiscalidad pasa a ser un instrumento esencial en la financiación -y como motor 

de transformación- en los procesos de desarrollo de los PRM latinoamericanos, a través de la 

puesta en marcha de nuevas políticas fiscales que permitan incrementar sustancialmente los 

ingresos públicos para avanzar en la necesaria suficiencia y autonomía financiera, y que a su 

vez generen mejoras en los niveles de equidad en la distribución de la renta. Así, el sistema 
                                                            
61 Para profundizar en el debate sobre la Agenda de desarrollo 2015, véase  Alonso, J.A. (2013). 
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impositivo afecta al comportamiento económico de los individuos, determina la capacidad de 

acción del sector público y conforma el contrato social sobre el que se erige modelo de 

desarrollo y el propio concepto de ciudadanía y de “contrato social”. A su vez, la estructura 

impositiva genera efectos redistributivos de la renta entre los contribuyentes a través del tipo 

de impuestos creados y del grado de progresividad introducida en el cálculo de sus cuotas 

diferenciales. Además, los impuestos determinan la capacidad de ahorro de un país, al influir 

tanto indirectamente en la conducta ahorradora de los agentes privados (empresas y familias), 

a través sus tipos de gravamen, exenciones, y bonificaciones, como directamente en la 

capacidad de ahorro del sector público y, por ende, en su resultado financiero neto de 

capacidad (superávit) o necesidad (déficit) de financiación. Por todo ello, un sistema fiscal 

apropiado se convierte en un requisito fundamental para el desarrollo económico y social de 

los países latinoamericanos, con el objetivo de incrementar los ingresos fiscales y alcanzar 

una mayor autonomía y sostenibilidad financiera, de logar una progresiva mejora en sus altos 

niveles de desigualdad, y de conjugar el difícil reto de dotarlo adecuadamente con los criterios 

de suficiencia financiera, equidad (vertical y horizontal, a través de la progresividad), 

eficiencia económica, simplicidad administrativa y flexibilidad a los cambios del entorno 

económico. 

 

La fiscalidad desempeña un papel crucial en el desarrollo de los países ya que afecta al 

comportamiento económico de los ciudadanos, determina el potencial del sector público (para 

proveer bienes y servicios, efectuar programas de redistribución de renta y aplicar políticas de 

estabilización) y supone, además, un intercambio de impuestos por servicios públicos, 

representación y ciudadanía que se halla en el corazón del contrato social. Por todos estos 

motivos, un adecuado  sistema fiscal se convierte en un requisito imprescindible para el 

progreso.  

 

En el caso de los países en desarrollo, los sistemas impositivos deben construirse en un 

contexto muy diferente del que existe en los países industrializados, lo cual  dificulta la 

creación de un sistema fiscal adecuado. Así, basten como ejemplos de factores condicionantes 

el elevado peso de la economía informal, los elevados niveles de desigualdad en la 

distribución de la renta, la gran relevancia del sector agrario, la fuerte presencia de empresas 

de muy reducida dimensión, la baja calidad institucional, tanto en lo que respecta a la escasez 

de medios materiales y humanos en la gestión impositiva como a los graves problemas de 



75 

 

evasión y corrupción que existen, o las deficiencias en las estadísticas tributarias. Todos estos 

problemas, junto a su menor nivel de renta, han supuesto que los sistemas fiscales difieran 

notablemente en los países en desarrollo respecto a los existentes en los países más 

adelantados. En primer lugar, en cuanto a su capacidad recaudatoria, notablemente inferior en 

los primeros. En segundo lugar, respecto a la estructura de los ingresos tributarios, claramente 

sesgada a favor de los impuestos indirectos. Finalmente, en cuanto al diseño de las principales 

figuras impositivas. Por todo ello, los sistemas fiscales de los países en desarrollo han ido 

acumulando deficiencias a lo largo del tiempo. Con objeto de corregir esta tendencia, buena 

parte de ellos se ha embarcado en las dos últimas décadas en programas de reforma fiscal, en 

muchos casos auspiciados por organismos internacionales, o países donantes. Sin embargo, 

aún persisten numerosos problemas, tanto de carácter general, como específicos, a cada 

impuesto. Por supuesto, la gravedad de cada uno de ellos difiere entre países, por lo que a 

continuación se señalan las principales características, fortalezas y debilidades de los sistemas 

fiscales de los países de estudio, agrupados por las dos regiones de análisis. Por último, se 

analizarán los niveles de desigualdad en la distribución de la renta de los ochos países de 

estudio para evidenciar la necesidad de actuación en materia fiscal para mejorar esta realidad. 

 

En definitiva, los desafíos se concentran en la mejoras de los sistemas fiscales 

orientadas a las reformas tributarias que permitan ir cerrando la enorme brecha de ingresos 

entre los más pobres y ricos. Las clases bajas siguen careciendo de voz dentro del sistema, 

aun dentro de esta tendencia de mejora en los indicadores de desigualdad, se siguen 

produciendo mayores resistencias para integrarse. La incipiente y creciente clase media, 

fortalecida por la coyuntura de expansión económica de los últimos años, no apoya, incluso se 

opone en ocasiones, a aquellas reformas que puedan suponer la pérdida de los privilegios 

recientemente conquistados. Y, de alguna forma, acerca posturas con las élites globalizadas, 

que ni esperan, ni desean, financiar un Estado que lo no consideran capaz de cubrir sus 

necesidades, que desde el sector privado consiguen. Lo público no responde a las expectativas 

mínimas de los servicios necesarios, con lo que no hay incentivos reales para participar en la 

construcción del Estado por parte, sobre todo, de estas elites más globalizadas. Una situación 

donde la falta de transparencia y de bajos niveles de educación cívica agudiza el desencuentro 

social e dificulta mayores avances.  
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Ante este panorama, ¿la cooperación internacional en general, y la española en 

particular, puede tener un papel relevante para promover las mejoras necesarias para avanzar 

en los principales desafíos en materia de fiscalidad en estos países? 

 

 

VI. CAPACIDADES E INSTRUMENTOS DE LA PECID (de la cooperación española 

hacia Centroamérica y Sudamérica para mejorar la fiscalidad en el camino de la 

financiación al desarrollo) 

 

Para poder responder a la pregunta inmediatamente anterior hace falta plantear 

previamente cuestiones que puedan informar sobre el origen de la demanda de la cooperación 

internacional al desarrollo. Hasta ahora se ha presentado la contextualización de la política de 

Ayuda en los tres ámbitos, internacional, regional y nacional, hacia estos ocho países en 

materia de fiscalidad. También se han establecido, el grado de consecución de la Agenda de 

Desarrollo de los ODM, por objetivos y en todos los países, así como la situación general de 

sus sistemas fiscales y tributarios que no avanzan al ritmo adecuado que requieren los niveles 

de desigualdad de ambas regiones. Pero nada se ha dicho todavía sobre si para estos países, 

mejorar su fiscalidad resulta una prioridad, o si lo consideran un asunto sobre el que solicitar 

asesoramiento o asistencia técnica con la cargo a la AOD de un donante particular, ¿y de la 

AOD europea? 

 

¿Hasta qué punto un donante influye en las mejoras del sistema fiscal de los países en 

desarrollo con suficiente distancia, y sin intervenir en decisiones de las que en ocasiones 

pudiera beneficiarle indirectamente (por ejemplo, en el gravamen de beneficios empresariales 

por explotación de recursos naturales a través de IED)?  

  

Si partimos de que cada país es responsable de su sistema fiscal, la cooperación 

internacional al desarrollo puede apoyar los esfuerzos nacionales de reforma fiscal de los 

ocho países de estudio y de mejora en su gestión tributaria para coadyuvar al objetivo de 

incrementar la recaudación de sus ingresos públicos -para lograr una mayor suficiencia 

financiera y menor dependencia externa- y de aumentar la progresividad de sus sistemas 

impositivos para contribuir a reducir sus niveles de inequidad en la distribución de la renta. Si 

bien, esto solo puede ser plausible si se dan dos circunstancias: (a) hay una necesidad sentida 
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desde estos países al respecto y, por tanto, canalizan una demanda concreta al sistema de la 

AOD y (b) desde el donante existe la oferta con suficiencia y capacidad técnica de llevarla a 

cabo. Sin embargo, hasta ahora la PECID en particular, se ha caracterizado precisamente por 

ser oferente y, salvo el consorcio en el que participa a través del programa EUROsociAL, sin 

demasiada especialización sobre el sector. Algo que se torna aun más complejo cuando se 

revisan las peticiones más recientes en esta materia de reforma fiscal y sobre qué organismos 

suelen centralizarlas. El BM, el FMI, el BID, e incluso la UE, son los organismos 

mayoritariamente responsables de ejecutar este tipo de asistencias técnicas y máximos 

responsables de las principales reformas fiscales y tributarias de las dos regiones. Por otro 

lado, se da la circunstancia de que en 2010 la AOD hacia América Latina y Caribe se situó en 

aproximadamente 0,32% de su ingreso nacional bruto (INB) 62 , una cantidad lo 

suficientemente menor como para considerarlo un indicador de referencia para medir a través 

de ella  la dependencia económica externa que mantienen algunos de estos países. 

 

Tras estas precisiones, cabe preguntarse de qué manera la cooperación internacional 

puede contribuir -en adecuada alineación con los planes nacionales de desarrollo (PND) del 

país socio receptor de la ayuda- al fortalecimiento de la estructura de los sistemas fiscales, a la 

vez que se reduce progresivamente la dependencia financiera con el exterior y se reducen los 

niveles de inequidad en la región. Una cuestión compleja no solo para las interdependencias 

que el fenómeno de la globalización fomenta, sino porque además la AOD, y la española en 

particular, posee una capacidad limitada para abordar los desafíos que actualmente supone 

una mejora de la fiscalidad en el camino de la financiación al desarrollo de los ocho países 

objeto de estudio. En este sentido, parece lógico analizar si realmente España tiene una 

ventaja comparativa con respecto a otros donantes y en referencia a otras políticas que 

desarrolla en su acción exterior y sobre esta materia. 

 

España lleva treinta años centrando geográficamente su AOD sobre la región andina y 

centroamericana. Su conocimiento e implantación en la región ha supuesto la atracción de 

europea y en ocasiones la rivalidad estadounidense, pero siempre ha sido un marco de 

fortalecimiento de sus relaciones. Con mayor o menor acierto, siempre ha mantenido unos 

lazos culturales que, aunque controvertidos a veces, son y continúan estando presentes. A su 

                                                            
62 Los flujos de AOD hacia América Latina y el Caribe sólo alcanzaron 7% de la participación mundial en 2009, 
en contraste con África y Asia, que recibieron 37% y 30% de estos fondos, respectivamente. CEPAL, 2011. 



78 

 

vez, España, desde su reciente calificación de país delegado en el entorno comunitario63, 

cuenta con mayor legitimidad para representar no solo a algunos Estados miembros que 

trabajan en la región, sino también a la propia AOD europea. Particularmente la PECID, 

cuenta con el Marco de Asociación País (MAP), instrumento de planificación estratégica 

geográfica64 que permite una estrategia compartida de asociación bilateral con el país socio 

(gobierno, instituciones, parlamento y sociedad civil) y con otros donantes, reforzando la 

coordinación entre los propios actores de la Cooperación Española e integrando todos los 

enfoques identificados en las distintas agendas de desarrollo. Este instrumento además, está 

previsto que se alinee con las prioridades y ciclos del país socio; flexible, pero garantizando 

previsibilidad de los recursos; con compromisos claros de desempeño en materia de eficacia 

de la ayuda y con los adecuados mecanismos de rendición de cuentas. Al estar sustentados por 

la firma del acta de la COMIX (Comisión Mixta), estos marcos cuentan con respaldo 

normativo además de político.  

 

En la actualidad, la PECID cuenta con trece MAP en vigor, de los cuales once 

pertenecen a países de la región andina y centroamericana, pero solo seis se corresponden con 

los países objeto de este estudio. Nicaragua y Honduras solo cuentan hasta la fecha con 

documentos desactualizados de planificación estratégica. ¿Pero este instrumento supone en 

realidad un input suficiente y/o necesario para revisar las posibilidades de la PECID en esta 

materia y una ventaja comparativa hacia estos países? Realmente no. Analizados los seis 

MAP correspondientes y documentos coetáneos de los 8 países (ver detalle individualizado en 

anexo 4) no se concreta ninguna ventaja comparativa por país, ni dentro del sector de mejoras 

fiscales y tributarias. Puntualmente destaca en el MAP de El Salvador, el objetivo de apoyar 

la reforma tributaria en el ámbito del pacto fiscal, a nivel nacional y local, así como  

promover la participación social organizada en la construcción de las políticas fiscales para  

financiar programas específicos de entidades de la sociedad civil salvadoreña. Acciones que 

se van armonizado con las actuaciones de fortalecimiento de la política fiscal de la UE, el 

FMI, el BM, el BID y otros. Para los otros tres países de la región centroamericana, no se  

establecen objetivos para este sector. 

                                                            
63 La Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID) recibió en 2011 el Certificado 
de Homologación que emite Europaid y que equipara su trabajo con el de otras agencias de cooperación de 
ámbito europeo como la GTZ alemana o la DFID inglesa.  
64 Manual para el establecimiento, seguimiento y evaluación de Marcos de Asociación País. 
http://www.exteriores.gob.es/Portal/es/SalaDePrensa/Multimedia/Publicaciones/Documents/Cooperaci
on/Planificacion/Planificaci%C3%B3n%20pais/MAP-Metodologia%202013%20SGCID.pdf . 
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Para la región andina y sudamericana el escenario varía según el país. En Bolivia, de 

los cuatro países, el más prioritario para la PECID, se estable la asistencia técnica como 

mecanismo para la mejora de la gestión pública impulsada por el Programa Iberoamericano 

de Formación Técnica Especializada (PIFTE) de AECID, pero nada se concreta para las 

mejoras del sistema fiscal y de tributación pública. En el MAP de Colombia destaca el 

reconocimiento explícito, de la capacidad de acompañamiento en procesos de fortalecimiento 

institucional y de diseño de políticas públicas como ventaja comparativa. Más allá, no 

encontramos ningún interés en los objetivos de fiscalidad. Ecuador, lo único país en el que se 

menciona en su  MAP  el objetivo de aumentar al menos a 7 la percepción de calidad de los 

servicios públicos para 2013. Este país establece varios objetivos en este sector, pero no se 

traduce en ninguna demanda hacia la AOD española. Finalmente, Paraguay, con apenas un 

año de recorrido de su MAP, destaca dentro del sector de Gobernabilidad Democrática la 

prioridad de las acciones orientadas a la calidad de vida en el área de Seguridad Ciudadana, a 

través de el eje de Fortalecimiento Institucional y Eficiencia en la Inversión Social, dentro del 

área de fortalecimiento de la Administración Pública. Aunque el Gobierno paraguayo valora 

la experiencia española en el sector, tampoco se refleja en demandas concretas de objetivos 

claros para la mejora fiscal. 

 

Los seis MAP correspondientes a los países seleccionados (El Salvador, Guatemala, 

Colombia, Paraguay, Bolivia y Ecuador), y los documentos estratégicos país (DEP) de 

Nicaragua y Honduras, no reflejan que el ámbito de reforma fiscal sea el más adecuado para 

las intervenciones de la PECID sobre otros donantes en estos países,, así como de la 

capacidad de las asistencias técnicas en este sector, que puedan producir un efecto llamada 

para su demanda. La PECID no puede ofrecer los niveles de asistencia técnica (ni financiera) 

de organismos como el BID, FMI y BM. En otras palabras, estos países no acuden a la AOD 

española para demandar este tipo de asistencias con lo que pareciera absurdo concentrarse 

demasiado en ofertarlos. Pero ¿y en el ámbito regional?  

 

En este caso habría ciertas sinergias a considerar. Un instrumento único como los 

contratos de buena gobernanza y desarrollo promovidos desde la cooperación europea podría 

ser una ventaja comparativa con respecto a otros donantes. En este acaso además la asistencia 

técnica y financiera (ayuda programática: apoyo presupuestario, fondo y canje de deuda, 

donde sumar los fondos españoles a los comunitarios y de los países miembros <vía 
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delegación>) viene legitimada por el primer donante de AOD del mundo y sobre el que al 

contrario de la PECID sí se ha producido, en repetidas ocasiones, una demanda para intervenir 

en las mejoras de fiscalidad y tributación de estos países, tal y como se ha  visto en este 

documento previamente. En esta línea, la UE también atiende preferencias propias, como es el 

avance hacia un sistema internacional de transparencia fiscal que evite la evasión y elusión de 

recursos continuados, tanto de los países industrializados como de los países en desarrollo. 

 

Desde la propia AECID se consideran los procesos de integración regional, como el 

que actualmente se consolida en Centroamérica (SICA) a través de la UE, como contextos 

más factibles para provocar cambios en sectores tan cerrados como el de fiscalidad, en cuanto 

a las resistencias que por parte de los Estados socios provoca. La superposición de la agenda 

de seguridad, más claramente necesaria también en la región de Centroamérica, ayuda a 

vencer las resistencias mencionadas. Sin embargo, la falta de recursos de la PECID está 

condicionando a reducir la presencia de la cooperación española en los niveles en los que 

tradicionalmente fue fuerte -el nivel local y subnacional-, y a nivel nacional, los 

planteamientos están en plena reforma para poder ofrecer un amplio abanico de formación 

que pueda resultar atractivo. Regionalmente, España  puede aliarse con organismos como la 

CEPAL y la OEA, entre otros, y encaminarse hacia el rediseño de una estrategia en ese 

ámbito.  

 

¿Donde está la oportunidad de la PECID en este contexto? Claramente viene 

determinada por dos elementos: (a) la capacidad de apoyar a la sociedad civil (y su formación 

como clase media, así como para las clases más bajas en la reivindicación hacia un sistema 

fiscal más equitativo e inclusivo tanto en derechos como obligaciones, con voz suficiente para 

vencer las resistencias de las elites globalizadas y de la clase media de recientes privilegios, 

para fortalecer al Estado y sus niveles de protección social). Algo que no resulta nada claro 

dada la naturaleza tradicional de la AOD (de Estado a Estado). Y (b) la capacidad de 

fortalecer y mejorar la cooperación técnica para que  pueda resultar competitiva 

(contemplando también las oportunidades que ofrecen las modalidades de Cooperación Sur-

Sur y triangular, fundamentalmente). 
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VII  CONSIDERACIONES FINALES 

 

Se constata una importante insuficiencia financiera de recursos propios derivados del 

sistema impositivo nacional en los ocho países analizados (Guatemala, Nicaragua, El 

Salvador y Honduras en Centroamérica y Colombia, Ecuador; Bolivia y Paraguay) en relación 

a las necesidades de financiación de sus PND. No obstante, se observan distintos modelos 

entre estos países.  

 

Los centroamericanos representan un modelo dual en relación a su nivel de 

financiación del desarrollo y del peso específico del sector externo en el mismo. Por un lado, 

Guatemala y Honduras reflejan una mayor dotación financiera en términos relativos (ambos 

con unos niveles promedio en torno al 23,5% del PIB en el período 2007-2010) y de mayor 

grado de aportación del sector externo a la financiación de su desarrollo (con unos niveles 

promedio en esos años del 14,5% y 11% del PIB, respectivamente); mientras que por el otro, 

El Salvador y Nicaragua disponen de una menor capacidad financiera relativa (en el mismo 

período, del 21,1% y 14,8% del PIB, respectivamente), a la vez que con una muy menor 

aportación de la financiación externa (del 6,2% en el primer caso, e incluso negativa con 

salida de capitales, en dichos años). 

 

Por su parte en los cuatro países sudamericanos, también registran perfiles 

diferenciados en relación a sus recursos nacionales de financiación del desarrollo. Así, se 

observa que Bolivia tiene una mayor capacidad financiera fiscal (del 28,4% de su PIB, como 

promedio en el periodo 2007.-10), frente a los otros tres países analizados, con Paraguay con 

una significativa mayor debilidad financiera en su recaudación fiscal (un 19,7% de su PIB, 

como promedio en el mismo periodo), y Colombia y Ecuador con situaciones intermedias, 

que muestran unos niveles promedio de recaudación fiscal del 23,5% y 22,3% de sus PIB, 

respectivamente. Estos cuatro países comparten un escaso nivel de recaudación impositiva, 

con una tasa promedio de presión fiscal impositiva en el período 2007-10 en torno al 15% del 

PIB (en concreto, del 16,1% en Bolivia, el 15,8% en Colombia, el 15% en Ecuador y el 13% 

en Paraguay). Es en la mayor o menor posibilidad de obtención de ingresos por la explotación 

de recursos naturales (no renovables, como el petróleo o el gas) donde se da la diferencia más 

significativa entre estos cuatro países respecto a su capacidad financiera. Así, sobresale 

Bolivia con una muy significativa recaudación de ingresos públicos proveniente de recursos 
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naturales (casi un 9% de su PIB, como promedio en el período 2007-10), frente a las menores 

tasas existentes en los otros tres países (3,3% en Ecuador, 3,2% en Colombia y 2,8% en 

Paraguay). Estos ingresos públicos derivados de la explotación de recursos naturales son una 

valiosa oportunidad para reforzar la financiación de sus políticas públicas, si bien no han de 

suponer un desincentivo para que estos países realicen las deseables reformas fiscales en pro 

de una mayor suficiencia impositiva y de mejora de la equidad. 

 

A su vez, el escaso nivel de recaudación tributaria en estos países centroamericanos y 

sudamericanos  analizados se hace, en buena medida, a través de impuestos indirectos sobre el 

consumo, lo cual genera un adverso efecto regresivo en la distribución personal de la renta, y 

no ayuda a mejorar sus niveles de equidad ni a la ampliación y consolidación de la clase 

media en sus sociedades. En este sentido, se evidencia que en estos países no se ha hecho (o 

no ha terminado) la necesaria reforma impositiva a favor de una mayor progresividad fiscal, 

en donde haya un adecuado nivel de recaudación a través de impuestos directos sobre la 

obtención y acumulación de rentas. Así, hay dos grandes retos -en paralelo-, en el ámbito de 

refuerzo de la financiación propia de estos gobiernos a través de los recursos tributarios: 

aumentar sustancialmente el nivel de ingresos impositivos y, a la vez, incrementar el grado de 

progresividad del sistema impositivo mediante una creciente recaudación con impuestos 

progresivos y directos.  

 

Por todo ello, parecen justificarse mejoras en el terreno de la gestión pública tributaria 

en los  países analizados, de cara a posibilitar que avancen en la consecución de dichos retos 

y, de esa manera, se contribuya tanto a alcanzar mayores tasas de autonomía financiera y de 

sostenibilidad en la financiación de sus PND (esto es, se disminuya el grado de dependencia 

en las fuentes de financiación externa, mucho más volátiles), como a mejorar los niveles de 

equidad en sus sociedades (dimensión necesaria en todo proceso de desarrollo económico y 

social, y de urgente prioridad en estos países latinoamericanos). Es aquí, donde la ayuda 

externa al desarrollo debe adquirir un específico y creciente rol en la región, a través de la 

puesta en marcha de un mayor número -y con mayor alcance- de actuaciones de 

fortalecimiento institucional, de capacitación técnica y de apoyo a la gobernabilidad en estos 

países. 
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En este sentido, estos ocho países demandan intervenciones de los OOII para mejorar 

sus sistemas fiscales, donde la PECID muestra un perfil de menor ventaja comparativa 

relativa en este ámbito respecto a esos donantes OOII, si bien puede fortalecer sus programas 

EURosociAL gestionados por la FIIAPP. A su vez, desde el ámbito regional europeo y a 

través de su propuesta de Contrato de Buena Gobernanza y Desarrollo, se presenta un nuevo 

desafío para la PECID de cara a coadyuvar a mejorar la capacidad de movilizar los recursos 

locales de los países analizados. Pero este mecanismo de financiación europeo no se imbrica 

con los MAP, herramienta que actualmente implementa la cooperación española. En este 

contexto, el diseño de esta herramienta debe adaptarse a un modelo de cooperación 

internacional a demanda y no desde la oferta, cada vez más limitada por la ausencia de 

recursos y capacidad técnica. 
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VIII ANEXOS  

 
 

Anexo 1: Lista del CAD de países receptores de AOD 
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Anexo 2: La agenda internacional de desarrollo 
Tabla: Los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) 

Objetivos Metas 

Objetivo 1: Erradicar la 
pobreza extrema y el hambre 

Meta 1.1: Reducir a la mitad para el 2015 el porcentaje de 
personas con ingresos menores a 1,25 dólares/día. 
Meta 1.2: Reducir a la mitad para el 2015 el porcentaje de 
personas que padece hambre. 

Objetivo 2: Lograr la 
educación primaria universal 

Meta 2.1: Lograr para el 2015 que todos los niños del mundo 
puedan completar el ciclo de educación primaria. 

Objetivo 3: Promover la 
igualdad de género y la 
autonomía de la mujer

Meta 3.1: Eliminar la desigualdad de género en la educación 
primaria y secundaria preferiblemente para el 2005, y en 
todos los niveles educativos para el 2015. 

Objetivo 4: Reducir la 
mortalidad infantil 

Meta 4.1: Reducir en dos terceras partes, entre 1990 y 2015, 
la tasa de mortalidad de los niños menores de cinco años. 

Objetivo 5: Mejorar la salud 
materna 

Meta 5.1: Reducir en tres cuartas partes, entre 1990 y 2015, 
la tasa de mortalidad materna. 

Objetivo 6: Combatir el sida, 
el paludismo y otras 
enfermedades 

Meta 6.1: Detener y comenzar a reducir para el 2015 la 
propagación del sida.  
Meta 6.2: Detener y comenzar a reducir para el 2015 la 
incidencia del paludismo y otras enfermedades graves. 

Objetivo 7: Garantizar la 
sostenibilidad ambiental 

Meta 7.1: Incorporar los principios del desarrollo sostenible 
en las políticas y programas nacionales e invertir la pérdida 
de recursos ambientales.  
Meta 7.2: Reducir a la mitad para el 2015 la proporción de 
personas que carecen de acceso sostenible a agua potable y 
saneamiento.  
Meta 7.3: Mejorar considerablemente para el 2020 la vida de 
al menos 100 millones de personas de los barrios más pobres 

Objetivo 8: Fomentar una 
asociación mundial para el 
desarrollo 

Meta 8.1: Desarrollar un sistema financiero y de comercio 
abierto, regulado, previsible y no discriminatorio. 
Meta 8.2: Atender a las necesidades especiales de los países 
menos adelantados: el acceso libre de aranceles y cupos para 
sus exportaciones; un programa mejorado de cancelación y 
alivio de la deuda de los países pobres muy endeudados; y un 
aumento de la AOD para países comprometidos con la 
reducción de la pobreza.  
Meta 8.3: Atender las necesidades especiales de los países 
sin litoral y de los pequeños Estados insulares en desarrollo. 
Meta 8.4: Tomar medidas para garantizar la sostenibilidad a 
largo plazo de la deuda de países en desarrollo.  
Meta 8.5: Elaboración de estrategias de cooperación al 
desarrollo que proporcionen un trabajo digno y productivo a 
los jóvenes de los países en desarrollo.  
Meta 8.6: Proporcionar, en colaboración con los laboratorios 
farmacéuticos, acceso a los  medicamentos de primera 
necesidad y a precios asequibles a los países en desarrollo. 
Meta 8.7: Velar, en colaboración con el sector privado, por 
el aprovechamiento de los  beneficios de las nuevas 
tecnologías, especialmente,  de información y comunicación. 

Fuente: Elaboración propia a partir de la información de Naciones Unidas. 
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Cuadro: Cumplimiento de los OMD por regiones del mundo (Tabla de Progreso, 2011) 

 
 Fuente: PNUD 
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Anexo 3: Evolución de los indicadores de resultados de los ODM en los países de 
estudio de Centroamérica y Sudamérica 

 

Seguimiento del cumplimiento de las metas de los ODM 
  Indicadores Metas ODM  SAL  GUA  HON  NIC  COL  ECU  BOL  PAR 

1 

‐ Indicador 1.1: % personas con ingresos � a 
1,25 dólares/día  
‐ Indicador 1.2:% población por debajo del 
umbral mínimo consumo energético. 

Moderado  Moderado  Alto  Moderado  Moderado  Bajo  Alto  Moderado 

Moderad. 
Bajo 

Alto  
Moderad. 
Bajo 

Moderad. 
Alto 

Moderad. 
Bajo 

Moderad. 
Alto 

Moderad. 
Alto 

Alto  

2 
‐Indicador 2.1: Ratio neto (%) matriculación 
niños educación primaria.  Alto  Alto  Alto  Alto  Alto  Alto  Alto  Moderado 

3 

‐ Indicador 3.1: Ratio de niñas respecto niños 
en educación primaria. 
‐Indicador: 3.2: % mujeres con empleo 
remunerado. 
‐ Indicador 3.3: % representación mujeres en 
el parlamento nacional. 

Cercano a 
paridad 

Cercano a 
paridad 

Paridad  Paridad  Paridad  Paridad  Paridad  Paridad 

Alto  Bajo  Alto  Medio  Alto  Medio  Medio  Medio 

Moderado  Bajo  Moderado  Alto  Bajo  Moderado  Moderado  Bajo 

4 
‐ Indicador 4.1: Tasa mortalidad de los niños 
menores de cinco años.  Baja  Baja  Baja  Baja  Baja  Baja  Moderado  Baja  

5 

‐ Indicador 5.1: Tasa de mortalidad materna. 
‐ Indicador 5.2: % mujeres que usan 
contraceptivos. 

Baja  Moderada  Moderada  Baja  Baja  Moderada  Moderada  Baja 

Alto  Moderado  Alto  Alto  Alto   Alto  Moderado  Alto 

6 

‐ Indicador 6.1: Nuevas infecciones anuales de 
SIDA por 100 hab). 
‐ Indicador 6.2: Nº casos nuevos y de muertes 
por 100.000 hab de paludismo y otras 
enfermedades graves. 

nd  nd  nd  nd  nd  nd  nd  nd 

Bajo  Bajo  Bajo  Bajo  Bajo  Bajo  Bajo  Bajo 

7 

‐ Indicador 7.1: % área forestal. 
‐ Indicador 7.2.: % población con acceso 
sostenible a agua potable 
‐ Indicador 7.3.: % población que usa 
saneamiento mejorado. 
‐ Indicador 7.4: % población  que vive en 
tugurios urbanos 

Medio  Medio  Alto  Medio  Alto  Medio  Alto  Alto 

Moderado  Alto  Moderado  Moderado  Alto  Alto  Moderado  Moderado 

Moderado  Moderado  Moderado  Bajo  Moderado  Alto  Muy Bajo  Bajo  

Moderado  Alto  Alto  Alto  Moderado  Moderado  Alto  Moderado 

  Fuente: Elaboración propia a partir de la información del PNUD. Naciones Unidas   
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Meta 1.1: Reducir a la mitad para el 2015 el porcentaje de personas con ingresos  
menores a 1,25 dólares/día. 

 

Indicador 1.1: Porcentaje de personas con ingresos menores a 1,25 dólares/día (PPA, 2005) 
 1990 1999 2005 2008* 
Países en desarrollo 47,5 33,0 26,6  
Países menos adelantados (PMA) 63,3 60,4 53,4  
América Latina y el Caribe 11,3 10,9 8,2 6,5 
América Latina 10,5 10,2 7,4  
Caribe 28,8 25,4 25,8  
 

Elaboración propia con datos de Naciones Unidas: “Informe Objetivos de Desarrollo del Milenio – 2010 y 2013”; y el 
“MDG Country progress snapshot” (Julio 2013) 
http://mdgs.un.org/unsd/mdg/Host.aspx?Content=Data/snapshots.htm 

 
 

Porcentaje de personas con ingresos menores a 1,25 dólares/día (PPA 2005) 

    
Colombia  Ecuador     Bolivia                Paraguay 

    
Guatemala           El Salvador  Honduras   Nicaragua 
 
 
 

Meta 1.2: Reducir a la mitad para el 2015 el porcentaje de personas que padece hambre. 
Indicador 1.9: Porcentaje de población por debajo del consumo mínimo de energía 

 1990-92 2000-02 2005-07 2008* 
Mundo 16 14 13  
Países desarrollados 5 5 5  
Países en desarrollo 20 16 16  
Países menos adelantados (PMA) 40 36 32  
América Latina y el Caribe 12 10 9 8 
 

Elaboración propia con datos de Naciones Unidas: “Informe Objetivos de Desarrollo del Milenio – 2010 y 2013”; y el 
“MDG Country progress snapshot” (Julio 2013) http://mdgs.un.org/unsd/mdg/Host.aspx?Content=Data/snapshots.htm 

 
 

Porcentaje de personas por debajo del consumo mínimo de energía 

    
Colombia       Ecuador             Bolivia    Paraguay 

    
Guatemala     El Salvador        Honduras  Nicaragua 

 

http://mdgs.un.org/unsd/mdg/Host.aspx?Content=Data/snapshots.htm�
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Meta 2.1: Lograr para el 2015 que todos los niños del mundo puedan completar el ciclo de 
educación primaria. 
 

Indicador 2.1: Porcentaje de matricula neta en educación primaria (Total) 
 1990-92 2000-02 2005-07 2010* 
Mundo 82,2 84,3 89,6  
Países desarrollados 97,1 97,5 96,1  
Países en desarrollo 79,9 82,6 88,8  
Países menos adelantados (PMA) 52,3 59,5 78,8  
América Latina y el Caribe 85,8 94,1 94,9 95,4 
 

Elaboración propia con datos de Naciones Unidas: “Informe Objetivos de Desarrollo del Milenio – 2010 y 2013”; y el 
“MDG Country progress snapshot” (Julio 2013) http://mdgs.un.org/unsd/mdg/Host.aspx?Content=Data/snapshots.htm 

 
 

Indicador 2.1: Porcentaje de matrícula neta en educación primaria (Por sexos) 
 1990-92 2000-02 2005-07  
 Niños Niñas Niños Niñas Niños Niñas Niños Niñas 
Mundo 86,1 78,0 87,0 81,5 90,6 88,6   
Países desarrollados 97,3 96,8 97,5 97,5 95,8 96,4   
Países en desarrollo 84,4 75,1 85,6 79,4 89,9 87,6   
PMA 57,8 46,8 63,0 56,0 80,7 76,7   
América Latina y Caribe 85,4 86,3 93,7 94,4 95,1 94,8   
 

Elaboración propia con datos de Naciones Unidas: “Informe Objetivos de Desarrollo del Milenio – 2010 y 2013”; y el 
“MDG Country progress snapshot” (Julio 2013) http://mdgs.un.org/unsd/mdg/Host.aspx?Content=Data/snapshots.htm 

 
 

Porcentaje de matricula neta en educación primaria (Total) 

    
Colombia       Ecuador          Bolivia    Paraguay 

    
Guatemala    El Salvador  Honduras            Nicaragua 
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Meta 3.1: Eliminar la desigualdad de género en la educación primaria y secundaria 
preferiblemente para el 2005, y en todos los niveles educativos para el 2015. 
 

Indicador 3.1: Ratio de niñas respecto a niños en educación primaria 
 1991 2000 2008 2010-2011 
Mundo 0,89 0,92 0,97  
Países desarrollados 0,99 0,99 1  
Países en desarrollo 0,87 0,91 0,96  
Países menos adelantados (PMA) 0,80 0,84 0,92  
América Latina y el Caribe 0,98 0,97 0,97 0,97 

Indicador 3.1: Ratio de niñas respecto a niños en educación secundaria 
 1991 2000 2008 2010 
Mundo 0,84 0,92 0,96  
Países desarrollados 1,01 1,01 1  
Países en desarrollo 0,76 0,89 0,95  
Países menos adelantados (PMA) 0,58 0,80 0,81  
América Latina y el Caribe 1,07 1,07 1,08 1,07 

Indicador 3.1: Ratio de niñas respecto a niños en educación superior 
 1991 2000 2008 2010 
Mundo 0,90 0,99 1,08  
Países desarrollados 1,07 1,19 1,29  
Países en desarrollo 0,67 0,83 0,97  
Países menos adelantados (PMA) 0,36 0,60 0,58  
América Latina y el Caribe 0,95 1,16 1,25  
 

Elaboración propia con datos de Naciones Unidas: “Informe Objetivos de Desarrollo del Milenio – 2010 y 2013”; y el 
“MDG Country progress snapshot” (Julio 2013) http://mdgs.un.org/unsd/mdg/Host.aspx?Content=Data/snapshots.htm 

 
 

Ratio de niñas respecto a niños en educación primaria 

    
Colombia   Ecuador      Bolivia     Paraguay 

          Paridad        Paridad         Paridad    Paridad 
 

    
Guatemala           El Salvador  Honduras  Nicaragua 

         Casi  paridad              Casi  paridad    Paridad                  Paridad 
 
 
 

Indicador 3.2: Ratio de mujeres en empleos remunerados en el sector no agrícola 
 1990 2000 2005 2008 2010 
Mundo 35,2 37,6 38,5 39,2  
Países desarrollados 43,4 45,5 46,3 46,8  
Países en desarrollo 31,2 33,8 34,7 35,5  
Países menos adelantados (PMA) - - - -  
América Latina y el Caribe 36,3 40,3 41,4 42,4 42,9 
 

Elaboración propia con datos de Naciones Unidas: “Informe Objetivos de Desarrollo del Milenio – 2010 y 2013”; y el 
“MDG Country progress snapshot” (Julio 2013) http://mdgs.un.org/unsd/mdg/Host.aspx?Content=Data/snapshots.htm 
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Ratio de mujeres en empleos remunerados en el sector no agrícola 

    
Colombia       Ecuador          Bolivia   Paraguay 

            Alto                 Medio             Medio                   Medio 

    
Guatemala           El Salvador   Honduras  Nicaragua 

            Bajo                  Alto                Alto                 Medio 
 
 
 

Indicador 3.3: Porcentaje de asientos parlamentarios ocupados por mujeres  
(sólo unicamerales, o en cámara baja) 

 1990 2000 2005 2010 2012* 
Mundo 12,8 12,5 15,6 19,0  
Países desarrollados 16,3 17,5 20,9 23,5  
Países en desarrollo 10,4 10,8 13,9 17,6  
Países menos adelantados (PMA) 7,2 7,3 13,0 19,1  
América Latina y el Caribe 11,9 14,8 19,0 22,7 23,0 
América Latina 8,6 12,9 16,4 20,1  
Caribe 22,1 19,9 26,0 29,4  
 

Elaboración propia con datos del “Informe Objetivos de Desarrollo del Milenio – 2010”. Naciones Unidas 
*: MDG Country progress snapshot (Julio 2013) http://mdgs.un.org/unsd/mdg/Host.aspx?Content=Data/snapshots.htm 

 
 

Porcentaje de asientos parlamentarios ocupados por mujeres 

    
Colombia       Ecuador   Bolivia       Paraguay 

     Baja representación     Moderada representación     Moderada representación    Baja representación 

    
Guatemala      El Salvador  Honduras      Nicaragua 

     Baja representación     Moderada representación     Moderada representación    Alta representación 
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Meta 4.1: Reducir en 2/3 partes, entre 1990 y 2015, la mortalidad de niños menores de 5 años 
 

Indicador 4.1: Ratio de mortalidad de niños menores de cinco años  
(nº de muertes de niños antes de alcanzar los cinco años por mil nacimientos) 

 1990 2000 2008 2010* 
Mundo 90 78 65  
Países desarrollados 12 8 6  
Países en desarrollo 100 86 72  
Países menos adelantados (PMA) - - -  
América Latina y el Caribe 52 33 23 23 
 

Elaboración propia con datos de Naciones Unidas: “Informe Objetivos de Desarrollo del Milenio – 2010 y 2013”; y el 
“MDG Country progress snapshot” (Julio 2013) http://mdgs.un.org/unsd/mdg/Host.aspx?Content=Data/snapshots.htm 

 
Nº de muertes de niños antes de alcanzar los cinco años por mil nacimientos: 

    
Colombia       Ecuador    Bolivia        Paraguay 

       Baja mortalidad          Baja mortalidad      Moderada mortalidad     Baja mortalidad 

    
Guatemala      El Salvador              Honduras      Nicaragua 

       Baja mortalidad  Baja mortalidad          Baja mortalidad    Baja mortalidad 
 
 
Meta 5.1: Reducir un 75% la tasa de mortalidad materna entre 1990 y 2015 
 

Indicador 5.1: Ratio de mortalidad materna 
(nº de muertes de madres por 100.000 nacimientos vivos) 

 1990 2005 2012** 
Mundo 430 400  
Países desarrollados 11 9  
Países en desarrollo 480 450  
Países menos adelantados (PMA) 900 870  
América Latina y el Caribe 180 130 80 
 

Elaboración propia con datos de Naciones Unidas: “Informe Objetivos de Desarrollo del Milenio – 2010 y 2013”; y el 
“MDG Country progress snapshot” (Julio 2013) http://mdgs.un.org/unsd/mdg/Host.aspx?Content=Data/snapshots.htm*:  

 
Nº de muertes de de madres por 100.000 nacimientos vivos: 

    
Colombia       Ecuador    Bolivia           Paraguay 

       Baja mortalidad            Moderada mortalidad     Moderada mortalidad      Baja mortalidad 

    
Guatemala      El Salvador              Honduras           Nicaragua 

       Moderada  mortalidad Baja mortalidad          Moderada  mortalidad      Baja mortalidad 
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Meta 5.2: Lograr, para 2015, el acceso universal a la salud reproductiva 
 

Indicador 5.3: Ratio de uso de contraceptivos 
(porcentaje de mujeres entre 15 y 49 años, casadas o en pareja, que usan contraceptivos) 

 1990 2007 2010* 
Mundo 55 63  
Países desarrollados 70 71  
Países en desarrollo 52 62  
Países menos adelantados (PMA) 17 31  
América Latina y el Caribe 62 72 73,3 
América Latina 63 72  
Caribe 54 62  
 

Elaboración propia con datos de Naciones Unidas: “Informe Objetivos de Desarrollo del Milenio – 2010 y 2013”; y el 
“MDG Country progress snapshot” (Julio 2013) http://mdgs.un.org/unsd/mdg/Host.aspx?Content=Data/snapshots.htm 

 
 

Nº de muertes de niños antes de alcanzar los cinco años por mil nacimientos 

    
Colombia       Ecuador    Bolivia        Paraguay 

       Baja mortalidad          Baja mortalidad      Moderada mortalidad    Baja mortalidad 

    
Guatemala      El Salvador              Honduras      Nicaragua 

       Baja mortalidad  Baja mortalidad          Baja mortalidad    Baja mortalidad 
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